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«Si no me empeñase en buscar la verdad por encima de la justicia,
 no solo sería un mal juez: sería un mal hombre».

JUEZ JOSÉ CASTRO ARAGÓN






¿Por qué la Pieza 25?













El calado de los supuestos delictivos, la notoriedad de los procesados, su impacto mediático y social, la complejidad de la causa que ocupa 71.000 folios y en la que a lo largo de cuatro años declararon 329 personas entre testigos e imputados; su alcance institucional, afectando en directo a la Corona; una procelosa épica de obstáculos, presiones, pactos en la penumbra y maniobras de altura, y… un juez instructor insobornable. 

Ante tan irresistibles elementos, he centrado mi trabajo en la Instrucción —el proceso de investigación de los hechos— del llamado Caso Nóos, cuyo verdadero nombre judicial es Pieza 25.1

He contado con un sinfín de fuentes y con un narrador de excepción, el propio juez José Castro.

Cuando este libro ve la luz, los hechos han sido juzgados por la Sección 1ª de la Audiencia Provincial de Palma, pero la sentencia no es firme todavía. Múltiplemente recurrida ante el Tribunal Supremo, aguarda la última palabra de la Justicia.
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LA MATRIOSKA













El saxo de Charlie Parker suena en la noche 

El juez Castro baja de su dormitorio hacia la sala-comedor donde trabaja. La escalera es curva y estrecha, pero conoce bien la altura de los peldaños y desciende sin encender la luz ni hacer ruido. Por algún repliegue de su despensa cerebral resuena amortiguado el saxo alto de Charlie Parker. Posiblemente lo ha escuchado mientras dormía. Fue lo último que oyó en Spotify cuando apagó el ordenador y se fue a la cama. 

Now’s the time. Ahora es el momento…

Why don’t you come over ’bout a quarter to nine? ¿Por qué no vienes a las nueve menos cuarto?

So why not you come over ’bout a quarter to eight? Entonces, ¿por qué no vienes a las ocho menos cuarto?

So why don’t you come over ’bout a quarter to two? ¿Por qué no a las dos menos cuarto?

If you can come early… I’ll never be late. Si pudieras venir temprano… Yo nunca llegaré tarde.

Sigue tarareando mentalmente las frases más fáciles. El inglés no es su fuerte. El jazz tampoco. Sin embargo lo siente como un amigo con quien no necesita hablar para entenderse.

Deben de ser las cuatro de la madrugada. Se despereza. Extiende los brazos dos veces, tres, cuatro. No ha dormido ni tres horas y se ha levantado con ganas de meterle un empujón al texto que tiene entre teclas. 

If you can come early… I’ll never be late.

Las luces de fuera, de los barcos pesqueros atracados en la ensenada del Molinar, se cuelan por los ventanales y le bastan para no tropezar por la sala. Va hacia su mesa camilla de trabajo. Una mesa rinconera invadida por el ordenador Apple Mac, el monitor, el teclado blanco y el ratón. «¡A quien se le diga que Su señoría dispone de honras, haciendas y libertades en un redondel de ochenta centímetros! Pero no necesito más carpintería».

Es diciembre. El frío es húmedo. Enciende el radiador, lo pone a tope. A través de los cristales mira el puerto. Las farolas de las barcas se balancean. Va a sentarse a escribir, pero se le ocurre que a su vieja Leica aún le quedan dos o tres fotogramas vírgenes en el cartucho. Dentro de poco se trasladará a otra casa y no podrá disfrutar de esta vista. La mar así, al alcance de la mano. Encuadra el puerto. Reduce la velocidad del obturador para conseguir más luz sin usar el flash. Clic, clic. Dos disparos. 

¡Lo que no habrá visto su Leica! Escenas familiares destartaladas con David, Daniel y José, sus tres hijos, cada vez más crecidos. Fotos furtivas a un amigo enfundado en una camiseta del Real Madrid. A otro con media curda y brindando eufórico por quién sabe qué. A su hermana María cimbreando unas seguiriyas con cara de drama. Escenarios donde se han cometido crímenes: atropellos en carretera, desvalijamientos, atracos, alunizajes. Primeros planos de mujeres con el rostro, la espalda o los brazos amoratados por palizas. La inspección ocular en el lugar de un asesinato. La vieja Leica suplía muchos días y noches de guardia la carencia judicial de instrumentos. 

Se sienta ante la pantalla. Hace dos días que está redactando el «Auto de Apertura de Juicio Oral» de las Diligencias Previas 2677/08. Es el último «capítulo» de la Pieza Separada nº 25, el Caso Nóos. Final de trayecto después de cinco años de investigación. Un Sumario de 104 tomos, 45.000 folios de texto más otros 30.000 de documentos anexos, 329 declaraciones de imputados, testigos y peritos, con 18 acusados. Fianzas por valor de 61.355.364 euros. Y un total de 107 años de cárcel, a petición del fiscal, más los que solicita la acusación popular Manos Limpias. 

La otra mañana, uno de esos periodistas listillos que se le acercan al salir del juzgado buscando una exclusiva con ambición de premio Pulitzer, mientras se calaba el casco motero, le preguntó a quemarropa: 

—Señor juez, ¿cómo empezó esto?

—Cómo empezó ¿qué?

—El Caso Nóos.

—Buffff… Perdona, es una larga historia. Quizás en otro momento habrá ocasión.





Ahora, en lo que tarda el Apple Mac en ponerse en marcha y aceptar la contraseña, Castro se hace a sí mismo esa pregunta: ¿cómo diablos empezó esto? 

Judicialmente lo que no consta en la causa no existe. Y los orígenes de una instrucción, los «antes de antes», los indicios fragmentarios, las intuiciones, las sospechas… son historias que se adespensan en la memoria de uno, o se anotan en la agenda personal, o se olvidan; pero no constan. Y si no constan, no existen. Pero ¡claro que existen! Van con uno. Como va esa melodía del saxo de Charlie Parker. 

«Mira que le he dado vueltas intentando recordar de qué modo me llegó la primera noticia de aquellos foros, Illes Balear Forum, que organizó el Instituto Nóos a cargo del Govern de Jaume Matas. Sería un dato suelto que así sin más no me decía nada… La verdad es que ni el fiscal Pedro Horrach ni yo buscábamos los foros, ni sabíamos que existiera el Instituto Nóos, ni mucho menos andábamos a la caza de Iñaki Urdangarin. Tampoco fue un asunto que alguien viniera a denunciar, zas, en bloque como un queso y de una vez. No, no, sé que fuimos dando con él por pequeños hallazgos fragmentarios, un elemento, otro, otro…».





Vuelve a la pantalla. Despliega el listado de carpetas y subcarpetas del «Sumario Palma Arena» entre 2008 y 2014: 

«El fiscal y yo estábamos en esto, el Caso Palma Arena, un velódromo ciclista descomunal. En principio era solo investigar cómo, por qué y en beneficio de quién se había disparado bastante más del doble el coste previsto de esa obra. Luego se fue convirtiendo en un parto múltiple de nunca acabar. Lo comparaba con una matrioska. Te crees que es una muñeca hueca, pero al abrir una encuentras otra, y dentro otra, y otra y otra… El velódromo, el polideportivo Príncipes de España, Nimbus Publicidad, Over Marketing, el Palau Ópera y las maquetas de Calatrava, Ludópolis, la Operación Buckingham, los Cuarteles Son Busquets, la Colonia Sant Jordi, el Hospital Son Espases… Así hasta veintiocho piezas separadas, veintiocho casos diferentes de corrupción que salían todos de la misma matrioska, y tenían todos un nexo común: Jaume Matas, presidente del Govern que autorizó todas esas “liberalidades” con dinero público. Una de las veces que abrimos la matrioska nos dimos por sorpresa con lo que sería el Caso Nóos. Como no tenía que ver con el velódromo, aunque sí con los derroches y las arbitrariedades de Matas, abrí una pieza separada, la número 25, pero dentro de la causa madre que era el Caso Palma Arena, por conexidad: el autor principal era el mismo Jaume Matas. 

»¿Y por qué me meto yo a averiguar las cuentas del velódromo Palma Arena? Pues eso sí lo tengo bien claro: porque la Fiscalía Anticorrupción de Palma puso una querella ante los Juzgados de Instrucción y me tocó por reparto. Ese mamut lo cazó el fiscal Horrach. Ningún mérito por mi parte, hasta ese momento». 

Recorre con el puntero el listado de subcarpetas y archivos. Se detiene en una de agosto de 2008. 





Algo huele mal y no precisamente en Dinamarca

Decidido a luchar contra la corrupción que desde hacía años se fraguaba y amasaba en los altos despachos y en los suburbios del poder, Cándido Conde-Pumpido, fiscal general del Estado, potenció la Fiscalía contra la Corrupción y la Criminalidad Organizada estableciendo delegaciones por toda España. En los últimos meses de 2006 estrenaba su cargo como delegado en Baleares el fiscal Pedro Horrach. 

Mallorquín, de cincuenta años, rico por casa, hubiese podido vivir muellemente de las empresas hoteleras de sus padres, pero prefirió el riesgo de caminar entre dos luces por el borde de una cornisa. 

Horrach, mirada fría, agudamente inquisitiva. Inteligente, astuto, conocedor de la ley y sus repliegues y convencido de que al delincuente, sea un pijo con indumentaria casual muy estudiada y zapatos italianos de hebilla o sea un malandrín con rastas, tatuajes y camiseta satánica, hay que salir a buscarlo en la calle, en su escondrijo, en la oficina trampantojo de sus negocios, en su yate de recreo… Y allá va él. Fiscal de acción, de sol a sol y sin domingos. Un mastín. Flanqueado por su equipo de policías y guardias civiles camuflados. Esperas de control disimuladas, desde una semana antes del Día D. Allanamientos de domicilios por sorpresa. Ristra de detenciones simultáneas. Registros súbitos, siempre arramblando botín: pendrives, discos duros, carpetas con recibos y facturas, folios, miles de folios que luego analiza sin saltarse un guarismo ni una coma. «Yo busco lo que otros ocultan —dice— y no paro hasta que lo encuentro». 

Quizás el allez hop! de sus audacias habría que buscarlo fifty-fifty en su dinamismo temperamental y en los estímulos de Ana Zacher, su guapa, lista y ambiciosa mujer. Implicada del todo en sus investigaciones, igual lo arrastra a vestirse el esmoquin para el photocall en la gala de Vanity Fair que lo azuza a cruzar la raya roja de la temeridad en un desafío a sus fiscales jefes de Madrid; o tira de móvil y llama al juez Castro para abroncarle: «Pepe, ¡has acaparado el interrogatorio de Urdangarin y a mi marido casi no le has dejado preguntar!». Osadías de amante esposa. 

Horrach, fiscal de asfalto pero también fiscal maniobrero de mesa. En restaurantes de cinco tenedores o en tabernas cutres, en una bolera o en las aulas vacías de una escuela de enfermeras, sea la hora que sea; eso sí, café cortado y cigarrillos hasta lograr el chivatazo de un empleado que aporta documentos pero no quiere jugarse su puesto, la delación de un testigo protegido que ofrece nuevas pistas, la confesión pactada de un imputado a cambio de una rebaja de penas. 

En todo caso, fiscal sabueso rastreador que si muerde una pieza no la suelta hasta ponerla sobre la mesa del juez.





En cuanto el Partido Popular y Jaume Matas pierden las elecciones en mayo de 2007, al nuevo Govern balear del socialista Francesc Antich le falta tiempo para remangarse a la tarea de «levantar las alfombras» del equipo saliente. 

Con los aires del cambio, al fiscal Horrach empiezan a llegarle informes confidenciales del jefe de obras de una constructora, de un empleado de banca, de un funcionario, dándole noticia de una fuga de dinero de tal departamento, de tal fundación del Govern, de tal gerencia. Esos informantes clandestinos, citados en un bar o en la puerta de un cine, se identifican ante Horrach pero no se atreven a dar la cara poniendo una denuncia: «Yo le cuento a usted todo lo que sé, y si consigo más datos los traigo; pero no me pida que firme en ningún sitio. Tengo una familia que mantener, compréndalo».

«Para que tres o cuatro te suelten lo que saben, tienes que trastear a cincuenta tíos o más», comenta Horrach en su entorno de la Fiscalía, sorprendido todavía por lo que va descubriendo: Palma de Mallorca, la ciudad de la calma chicha, disfrute bon vivant y vida plana, sin otros laberintos que los de la ensaimada, resulta de pronto que no es ni tan pava ni tan plana ni tan inocente como siempre había creído. Empieza a ver malversadores, logreros, sobornadores y ladrones recién venidos a más pavoneándose por los saraos flotantes de la jet. Algo huele mal… y no precisamente en Dinamarca. 

Algunas historias le suenan a milongas increíbles: una mujer de noventa y tres años, muy limitada y en silla de ruedas, que vive en una residencia de ancianos, ha recibido en su cuenta bancaria dos ingresos seguidos por valor de 20.000 euros. Y no es la primera cantidad fuerte que le ingresan sin ella enterarse. El informante que levanta esta liebre se cita con el fiscal y le habla en confidencia: «Mire, este asunto no es limpio. Aquí hay un apaño, una desviación de dinero que alguien va ingresando en la cuenta de esta señora cada equis tiempo, tras, tras, tras, y yo sospecho que viene de un organismo público». 

El hombre señala que la fuente podría ser el Instituto Balear de Turismo, el Ibatur. Horrach oficia a la Policía Judicial para que vaya a comprobarlo. Y en efecto encuentran un mandamiento de pago por dos encargos justificados como «Reportajes gráficos. Parajes turísticos de Baleares: Sierra de Tramuntana», que totalizan 20.000 euros y en fechas muy próximas a las de los ingresos. Y otras libranzas que pueden corresponder o no a encargos reales. El mandante de los pagos era el secretario y asesor jurídico del Ibatur, Miguel Ángel Bonet, «casualmente» nieto de la anciana de la residencia. 

Bonet suscribía contratos falsos por servicios inexistentes a nombre de familiares cuyos datos de identidad y domicilio conocía, y luego ingresaba los pagos en la cuenta de su abuela. Una picaresca a la italiana, utilizando la cuenta corriente de la mamma, en este caso de la nonna, que estaba en Babia. 

Detenido treinta y seis horas en un calabozo policial, cuando Bonet, esposado, ojeroso y aturdido, comparece ante el juez de guardia, Manuel Penalva, reconoce la sustracción de los 20.000 euros. No dice más. Será después, acribillado a preguntas por el fuego cruzado de los fiscales Pedro Horrach y Juan Carrau, cuando cante de plano que había sustraído 85.000 euros más.

Esa investigación se cobra otras dos detenciones de personajes notorios en Palma: Juan Carlos Alía y Raimundo Alabern. Uno y otro han sido directores del Ibatur y ambos son acusados por el cobro ilegal de comisiones. Horrach está clavando sus colmillos en algo mollar, pero aún no puede adivinar de qué calibre es la pieza.





Por entonces recibe en su despacho una llamada telefónica de un número que no identifica.

—¿Don Pedro Horrach? No sé si es mal momento, perdone, soy Carles Manera.

—¿Carles Manera… el conseller?

—Sí.

Horrach se pone en guardia. No es normal, más bien es insólito, que un miembro del ejecutivo entre en contacto con un miembro del poder judicial. Adensa su voz pastosa y habla lo mínimo, con toda cautela.

—Usted dirá…

—Señor fiscal, me gustaría verle y exponerle unos asuntos, pero a ser posible no en Fiscalía ni en mi despacho de la Consellería. Si le parece busco un lugar discreto, vuelvo a llamarle y fijamos un día y una hora.





No quiero hacer una caza de brujas 

Carles Manera, catedrático de Economía e historiador, nada más asumir la cartera de Economía y Hacienda hace lo que debe hacer como conseller de las finanzas: ver qué hay en caja y cuál es el estado de las cuentas con que arranca el nuevo Govern. Se pone a revisar expedientes de «la herencia de Jaume Matas» y en cosa de pocos días pasa de la sorpresa al estupor. Hecho a descifrar en diagonal y de un vistazo un estadillo contable, no tarda en calcular que el dinero público desviado, evadido o simplemente robado en los años de Govern del Partido Popular supera los 400 millones de euros y ronda de cerca los 500. Por entonces todavía se traduce mentalmente en pesetas: más de ochenta mil millones. «Això sí que és un forat negre!»,2 le dice consternado al presidente Francesc Antich, el único con quien compartirá en adelante la información que entre los papeles irá encontrando.

Hablan a puerta cerrada: «Aquí hay mucho marrón, president; los equipos de Matas han actuado con total impunidad… I només estic treient al forat».3

Al PSOE no le interesa, y menos con un gobierno tripartito, dar la impresión de que llegan persiguiendo a la oposición popular con el cuchillo entre los dientes; pero sí es su obligación poner los hechos delictivos en manos de la Justicia y tratar de recuperar algo del dinero público malversado.

En esa o en otra conversación, Manera expone a Antich un botón de muestra de cómo se ha funcionado en la época recién finiquitada: 

—Hace varios días vinieron a verme los propietarios de la empresa constructora Mascaró. El hijo y las dos hijas de Melchor Mascaró. Reclamaban un impago de 30 millones de euros, 5.000 millones de pesetas, de obras encargadas por alguien del  Consorcio, responsable del velódromo Palma Arena, y ejecutadas por su empresa, pero pendientes de cobro. Traían varias carpetas con un montón de datos, trabajos concretos y fechas en que se habían realizado, facturas de gastos abonados por ellos: maquinaria, herramientas, materiales de construcción, subcontratos de especialistas, aparejadores, jornales… Todo para el Palma Arena. Eran trabajos de última hora y urgentes.

—Y estos del PP, al salir del Govern, ¿los han dejado colgados?

—Exacto. A ellos colgados y la deuda nos la endosan a nosotros. Los Mascaró me decían que si no recuperaban el dinero invertido tendrían que cerrar la empresa. ¡De cajón! Les prometí buscar los contratos o las hojas de encargo. Y lo hice a conciencia, pero tuve que citarlos unos días después: «Miren, señores, yo a ustedes les creo y creo que son auténticas las facturas de materiales y jornales y los planos de obra que me han traído. Pero aquí no se ha encontrado, porque no lo hay, ni un papel ni un documento donde consten esos encargos a su empresa por parte del Consorcio o del Govern anterior. Ni una nota. ¡Ni un pósit! Nada de nada». 

»Entonces, con la mayor naturalidad me explicaron: “Ah, no, claro, con el gerente Jorge Moisés o con el director general Pepote Ballester que nos encomendaban un añadido o una obra de reforma, no firmábamos papeles ni hacíamos contratos. Todo era sobre la marcha, verbal, de palabra: ‘Este marcador electrónico no queremos que vaya aquí sino allá, cenital y en el centro’; ‘Hay que instalar tantas duchas, lavabos y váteres en tal sitio’; ‘La cubierta de madera hay que cambiarla por otra de acero’; ‘Interesa ampliar el número de gradas de espectadores’; ‘Falta el edificio de taquillas’… Y todo con prisa, sin pararnos a que nos lo documentasen. Así funcionábamos, con total confianza por nuestra parte. Estamos desde el inicio de la licitación, somos la empresa que ha formado la UTE4 con Fomento de Construcciones y Contratas, todo el macizo de las obras del velódromo. ¿Cómo íbamos a imaginar que nos dejasen en la estacada?”. Una de las hijas lloraba, sintiendo ya la ruina que les caía encima.

»President, yo soy un hombre sereno, pero al oír lo de “así funcionábamos, con total confianza”», me sublevé y me indigné por dentro viendo cómo ha estafado esta gente del PP. Y más ante la impotencia de no poder ayudar a los perjudicados. Y he pensado que, aparte de que hagamos algún esfuerzo económico de nuestra tesorería para aminorarles esa deuda, si tú no tienes inconveniente, la única vía es la Justicia. ¡Espero que responda!





Como cada vez que pide un expediente de cualquier asunto que conlleve contratos, licencias o adjudicaciones, ve concursos irregulares o inexistentes, concesiones arbitrarias, facturas mendaces, gastos absurdos o burdamente repetidos, decide llamar al fiscal Pedro Horrach. No lo conoce, no sabe qué cara tiene ni si es joven o maduro, porque por entonces Horrach no es un personaje mediático. Una mañana le llama a su despacho de Fiscalía. Usa su móvil por evitar escuchas de centralita y secretarias. 

Se citan un par de días después a última hora de la tarde en un inmueble de la plaza de Hornabeque, en el bufete del abogado Manuel Pomar, amigo del conseller Manera, que tiene allí algunos despachos vacíos. Carles Manera acude por sus medios, sin escolta y sin coche oficial para que el conductor no se entere. El anfitrión, Pomar, ha dispuesto un servicio de café y unas botellas de coñac, whisky y agua mineral. Aunque es la primera vez que se ven, enseguida entran en materia:

—No quiero precipitarme con juicios temerarios —abre el fuego Manera—, pero lo que estoy viendo en mi consellería habla por sí solo. Examinando estos días la barbaridad de obra pública que se ha hecho en los años de gobierno de Matas, me detuve en el velódromo Palma Arena, una construcción descomunal que no sé cómo vamos a amortizarla. Y ya ahí me encuentro licitaciones «raras», contrataciones de servicios anómalas, cambios de arquitectos no motivados pero carísimos, adquisiciones de material para hacer no uno, sino dos velódromos. Abrevio: irregularidades administrativas y sobreprecios a punta-pala. A la vez me vienen proveedores reclamando pagos y subordinados con informes que señalan sobornos y desaparición de dinero.

Horrach ha observado en silencio al flamante conseller, barba entrecana, gafas de montura gruesa y hablar preciso, profesoral. Manera tiene tanto prestigio en los círculos empresariales como en el ámbito universitario. Es un economista riguroso, no un socialista demagogo. También el conseller, explorando el rostro de su interlocutor, se ha preguntado: «¿A quién se parece este tío? ¿Dónde he visto yo antes esta cara?». Al cabo de un rato cae: «¡Hombre, claro: Jean-Louis Trintignant, el actor francés que hacía siempre de duro!».

—La corrupción ha sido de un volumen abrumador —dice ahora el fiscal—. El dinero público ha salido a espuertas, y a mí me llueven delaciones y confidencias, pero anónimas. La gente tiene miedo, no se atreve a denunciar; y si alguno está dispuesto porque sabe tal y tal historia de sobornos, no puede aportar documentos ni testigos. ¿Adónde voy yo, sin denunciante y sin pruebas? Como fiscal, me lo ponen muy difícil.

—Ese no es mi caso. —Manera coloca su portafolios sobre la mesa y lo abre—. Yo, en Economía y Hacienda, tengo acceso a un arsenal de documentación, ¡más de la que me da tiempo a ver! Y mi voluntad firme de interponer cuantas denuncias sean pertinentes. Pero no quiero patinar, porque pondría en un mal paso a mi Govern. Lo que le pido a usted es que, como fiscal, vaya viendo los expedientes donde yo encuentro «rarezas» y me diga si son solo faltas administrativas o si son delitos. 

Acuerdan un modo operativo de absoluta discreción:

—Ni nuestras secretarias ni nuestras familias ¡ni, por supuesto, los periodistas!, nadie puede saber que vamos a reunirnos, ni dónde ni cuándo… Yo, señor Horrach, no informaré al Consejo de Gobierno, solo al presidente. Por lealtad y dependencia jerárquica no puedo actuar a sus espaldas. Y entre usted y yo, nada de emails ni teléfonos de centralita: de móvil a móvil y con las menos palabras.





Ya en ese primer encuentro Manera despliega ante el fiscal el «Expediente Bitel»: una empresa pública de servicios informáticos y de telefonía donde se ha cometido una sarta de abusos, chanchullos y desvíos de dinero.

El gerente, Damián Vidal, se subió el sueldo cuando quiso, sin permiso de nadie; se concedió gratificaciones a sí mismo; se benefició de dietas para viajes suyos privados a Niza y a Cannes, que además cargó a la empresa, igual que otros gastos particulares de peluquería, gasolina para su embarcación de recreo, juguetes, pizzas… Utilizó la tarjeta de crédito de Bitel como si fuera propia y con ella hizo transferencias de dinero de Bitel a su cuenta personal. 

—Me duele exponer este asunto porque Damián es colega mío, profesor de Matemáticas, del Departamento de Inteligencia Artificial en mi misma universidad… Pero todo esto que le he contado es casi el chocolate del loro. —A Manera no le pasa inadvertido que el fiscal desfrunce el ceño y alza las cejas, como esperando algo de mayor calibre—. Lo más fuerte es que Damián adquirió una sociedad mercantil, Hélix Infocom SL, que sería su tapadera para desviar fondos públicos y apropiarse de ellos. ¿Cómo? Encargaba a Hélix trabajos innecesarios que nadie realizó pero que Bitel pagó y Hélix cobró. Simulaba contrataciones administrativas ficticias, hasta diez que sepamos, para que los particulares o las sociedades mercantiles que creían haber conseguido unos contratos reales le abonasen a él las comisiones que hubieran estipulado. 

—El timo del tocomocho… Y encima el timado no podía protestar porque había pagado la mordida.

—Además, en contratos auténticos de la Bitel, amañó concursos para adjudicárselos a los proveedores amigos que él seleccionaba. Como contrapartida le soltaban sobornos de hasta 30.000 euros. En total, por lo averiguado hasta hoy, el dinero público que este hombre se ha embolsado ronda los 700.000 euros.

—Bien, bien… —«Mastín» Horrach sonríe, atisbando ya un magro argumento penal, y cuando lo hace pierde la mirada fría que mete miedo y se transforma en un compi-yogui encantador—. En ese bloque hay varios hechos delictivos. Sin adelantarme al momento procesal acusatorio, yo ahí veo falsificación documental, malversación de caudales, cohecho, estafa, fraude a la Administración y prevaricación. ¿Usted estaría dispuesto a denunciarlo?

—Ya le he dicho, Pedro, que esa es mi voluntad, siempre que haya materia denunciable. Yo no quiero hacer una caza de brujas… Pero, si en razón de mi cargo conozco unos delitos cometidos en la función pública y no doy parte a la Justicia, yo mismo incurriría en una omisión grave.





Presentada y documentada la denuncia en Fiscalía, Horrach interpone una querella criminal. La investigación se mantiene en secreto durante unos días, pues hay que intervenir teléfonos, hacer registros y practicar detenciones. Además de Damián Vidal, aparecen implicadas otras tres personas.5

En su información al presidente Antich, Carles Manera le da cuenta de que el fiscal Horrach ha decidido hacer todas las detenciones a la vez, el sábado inmediato. Está todo planificado y el dispositivo judicial y policial a punto, pero surge un imprevisto. Por una filtración, le ha llegado un soplo al director de El País en Baleares y piensa sacar la edición del sábado abriendo con ese tema en portada. Manera se entera el viernes por la tarde, de carambola, por otro periodista de El País. Sin perder un minuto avisa a Horrach. El fiscal se sube por las paredes:

—Pero ¿quién coño lo ha filtrado? ¡Esto es una putada! Ahora hay que cambiar toda la operación… Y no es fácil, son cuatro objetivos a vigilar, cuatro dotaciones de policía, cuatro secretarios judiciales, cuatro furgones… Además no podemos detener de noche si el sujeto no está en flagrante delito.

—Pues adelante usted las detenciones. Hágalas antes de que el periódico llegue a los quioscos y a las casas de los suscriptores. Al alba.

Al alba. Así se hace. 

A partir de esa zozobra que viven juntos cuajará la confianza entre el conseller socialista y el fiscal anticorrupción. Y casi sin darse cuenta van pasando del usted al tú, aunque cada uno en su parcela y sin rozar el «compadreo». 





Cada cinco o seis semanas se reúnen en el bufete de la plaza Hornabeque, siempre caída la tarde, cuando allí no hay actividad. Carles Manera no está habituado a moverse «clandestinamente» y camina rápido, como si en el portafolios, en lugar de dosieres llevara un paquete de metanfetamina «cuarzo». Y Horrach lo espera con la avidez del adicto. El conseller es su fuente de información fidedigna; y él, el fielato que cata la mercancía y diagnostica: «Esto no es delito, esto sí, esto requiere más carga probatoria».

—Algunos empresarios de construcción me han dicho que para obtener una adjudicación de obra, aparcamientos subterráneos, pavimentación de aceras, zanjas para conducción de agua o de gas, tenían que ir con maletines de dinero y entregarlos en mano a un determinado concejal, o a un conseller, o a un alto cargo del PP —informa Manera—. Me hablan de cantidades muy fuertes, sin transferencias, ni cheques, ni nada que dejase huella. Incluso me han dado nombres de quienes recibían los maletines con las mordidas: el conseller de Interior, José María Rodríguez, que era a la vez presidente del PP aquí en Palma; y Fernando Areal, tesorero del partido y cuñado de Jaume Matas. Por otra vía me han llegado noticias de… apaños raros en varias consellerías, Salud y Consumo, Deportes, Tecnología y Comunicaciones, Interior…

—¿Qué apaños raros?

—Campañas publicitarias electorales o trabajos de construcción en la sede del PP pagados la mitad en negro y la mitad con un contrato público para otro asunto. 

—¿Están por denunciarlo? —Horrach ha ido tomando notas rápidas mientras Manera hablaba.

—¿Denunciarlo? ¡Ni locos! Los he tanteado, a solas y tomando precauciones con cada uno. Me hacen esa confesión y ahí se paran. No quieren arriesgarse. El dinero es miedoso y busca seguridad. «Oye —me decía uno—, ahora gobernáis los socialistas con dos partidos socios; pero ¿y si ese tripartito se desguaza y os vais a hacer puñetas? A mí me tocaría volver a entenderme con los del PP que tomaran el relevo. Y si ahora los delato, me proscriben, me tachan de la lista y me joden para siempre. Además, chico, el dinero que entregué era mío, no quité nada de las arcas públicas».

—Pero es un delito de cohecho como un piano. Esos individuos no solo temen perder adjudicaciones futuras, sino que la Justicia los empapele, porque con la entrega de esos maletines ellos mismos incurrieron en el cohecho, que es delito de dos. 

—En cambio volví a hablar con aquellos tres de la empresa Mascaró, los que sufrieron la estafa de 30 millones de euros por obras en el velódromo, y están dispuestos a personarse y a denunciar.

Esa denuncia va a ser la ganzúa que permita al fiscal Horrach abrir las puertas blindadas de la corrupción en el Palma Arena. 

Ya de noche, regresa contento a su casa. Tiene la acusación particular de los perjudicados, tiene unos testigos y tiene documentos del trabajo realizado y del dinero invertido. Sin vacilar, en cuanto recibe la denuncia de Melchor Mascaró SA, presenta una querella criminal en los Juzgados de Instrucción de la Vía Alemania. 

La maquinaria de la Justicia se ha puesto en marcha. Tardará un año, cuatro o diez, pero su avance será inexorable. 





El responsable máximo nunca firmaba 

Carles Manera y Pedro Horrach siguen reuniéndose cada vez que hay «algo nuevo interesante». Son conversaciones sin retórica, al pan, pan, y casi siempre hablando de cifras. En uno de esos encuentros Manera anuncia al fiscal que tiene un dato que no se atreve ni a calificar: ¿Dispendio irresponsable? ¿Despilfarro? ¿Bolsillos rotos? ¿Cuentas en papel mojado? Se trata del dichoso velódromo Palma Arena.

—El presupuesto aprobado era de 46,4 millones de euros. El coste final de la construcción supera los 110 millones. 

—¡Más del doble!

—Aún no tengo la cantidad real, pero sospecho que será bastante más, casi el triple. Unos flashes, casi una propina en comparación con lo que ha sido la obra maciza, pero que ilustran: cuando faltaban cinco días para la inauguración, se les ocurrió no solo el cambio de la cubierta de madera por otra de acero, sino modificar las gradas y que fuesen retractiles, y meter un sistema nuevo de refrigeración que no sé bien en qué consiste. Emplearon 2.000 metros cuadrados de lona, pero facturaron 7.000, que alguien se los embolsilló; pagaron un dineral para nivelar los terrenos de unos aparcamientos que no se han hecho. También a última hora la Junta del Consorcio responsable asumió unos gastos de casi 31 millones de euros, fuera de presupuesto, por un montón de modificaciones hechas sobre la marcha y saltándose los procedimientos legales de adjudicación. Metieron un centenar de «paletas» y obreros en turnos continuos, día y noche, durante una semana… Así mismo se dieron cuenta in extremis de que no se habían incluido en el precio de licitación cosas tan de bulto como las placas de anclaje, las acometidas de aguas residuales y pluviales, la propia excavación del velódromo… Total, un descuadre astronómico entre el gasto previsto y el gasto final.

—Carles, ¿tiene usted documentos de todo eso, o de parte de eso?

—El conseller de Juventud y Deporte, Mateu Cañellas, que es de Unió Mallorquina, ha puesto a trabajar a sus servicios jurídicos, y todos los indicios de irregularidad me los van pasando a mí. Yo a mi vez he implicado a los funcionarios de Intervención de la Comunidad Balear. Más exactamente, he creado la figura del «interventor delegado» en cada consellería. Su tarea es revisar con atención todos los dosieres, las auditorías internas y las del Tribunal de Cuentas, regularizar las anomalías y fallos administrativos que vayan detectando. Y, obviamente, que informen al conseller afectado. Esto está funcionando ya desde abril. 

—Sí, sí, he oído hablar de «los intocables», una especie de «comisarios» del gobierno dentro del gobierno…

—Bueno, sí, algo así. No podemos gobernar sobre una balsa de…corrupción. Hay que sanear. Y no es fácil, no es fácil porque…

Se produce un silencio. Carles Manera duda si debe o no seguir hablando. Se toma tiempo, limpiando su pipa y rellenándola. Horrach aguarda.

—Mire, Pedro, el conseller Mateu Cañellas, que le acabo de nombrar, es un chico joven, valioso, muy despierto… Está encontrando chapuzas y facturas de gastos inexplicables, y no solo del velódromo. Querría denunciarlo, pero… sus «barandas» de Unió Mallorquina le echan el freno. La cosa es que tenemos un gobierno compartido y funcionarios y personal contratado afines al PP y a la UM. Por tanto, hay que andarse con tiento, con equilibrios. Mas le diré, pero le encarezco la máxima reserva —Manera expele una densa bocanada de humo dulzón, tabaco holandés—: sé, ¡me consta!, que el propio presidente Antich está recibiendo presiones políticas muy fuertes para que los interventores, los servicios jurídicos y «los intocables» dejen de… toquetear y de investigar.

—Bueno, Carles, seré como una tumba, pero es vox populi que en la etapa anterior el PP y la UM se habían repartido el poder y el botín, y mutuamente se tapaban las vergüenzas. Y la UM que ahora gobierna con el PSOE es la misma, ¡la mateixa! No ha lavado su historia en ningún Jordán ni se ha vuelto virgen por cambiar de socios. 

—Por eso se muestran reticentes y de uñas ante mi afán de investigar y de echar fuera la porquería. Pero tengo el apoyo y la confianza del presidente Antich. Si no, yo no podría estar ahora aquí hablando de estas cosas. Tanto él como yo estamos firmes en la idea de poner a disposición de Fiscalía todo el aparato documental que se estime delictivo. No me interprete mal, no es lanzar la piedra y esconder la mano. Es que, políticamente, nos parece más aséptico abrir nosotros los arcanos, colaborar con la Justicia, entregarles todos los documentos anómalos y que sean ustedes, Anticorrupción, quienes formulen la denuncia.

Horrach saca el último pitillo de la cajetilla y lo sostiene unos minutos entre los dedos sin encenderlo para que le dure más. 

—Una pregunta, Carles: ¿qué personas concretas formaban ese Consorcio responsable? Porque, claro, no se puede poner una querella a todo el gobierno de Matas ni a todo el Partido Popular de Palma. Ni tampoco podemos investigar a un batallón de sospechosos. Es importante concentrar la diana.

—El Consorcio encargado de la construcción del velódromo tenía una junta rectora integrada por cinco personas. Le daré sus nombres, sus cargos y su doble función, en el Consorcio y en el Govern, o en el Ayuntamiento, o en el Consell Balear. 

—¿Y entre ellos está Jaume Matas?

—¡No! Y aquí viene lo más surrealista, pero también lo más astuto del señor Matas. Salvo que hablen las piedras, o algunos subalternos pierdan el miedo, va a ser muy difícil plasmar en acusaciones lo que usted y yo y tantos sospechamos de él. ¿Y sabe por qué? Porque su firma no aparece en ningún contrato, en ninguna concesión, en ninguna adjudicación, en ningún mandamiento de pagos.

—¡Ah, es lógico! Como presidente, no era órgano de contratación. No le correspondía suscribir contratos. Por lo que yo he sabido, Matas creó una estructura de gobierno piramidal. Él estaba en la cumbre y nada se hacía si él no lo ordenaba. Cualquier proyecto, cualquier propuesta, demoler unos cuarteles o contratar un duelo de tenis entre Nadal y Federer, iba de abajo arriba, del director general al conseller y del conseller al presidente. Una vez que Matas decía «Hágase», el expediente aceptado verbalmente iniciaba su descenso hacia la mesa del conseller concernido, de este al director general y de este al gerente de tal instituto, de tal fundación o de tal Consorcio… Al final eran estos últimos quienes adjudicaban obras, contrataban servicios o montajes de eventos. Estos los que firmaban. Y estos los que aparecían como responsables. 

—Pero a la hora de autorizar los pagos, el trayecto era ascendente, del director general al conseller y del conseller al presidente. Y en ambos itinerarios, de la cumbre abajo o de abajo a la cumbre, se podía producir todo tipo de maniobras non sanctas. Contratos a dedo, precios hinchados, suministros de un proveedor amigo, comisiones derivadas al bolsillo de tal jefe intermedio o a la tesorería del partido. En los tiempos de Matas hubo de todo, ¿eh?, gerentes y jefes de sección que se lo llevaron crudo a sus cuentas personales y altos cargos que a cambio de cada adjudicación desviaban fuertes «mordidas» hacia la tesorería del Partido Popular… o de la Unió Mallorquina.





En la primera semana de julio de ese año, 2008, los servicios jurídicos de la Consellería de Economía y Hacienda entregan en mano al fiscal Horrach una denuncia documentada contra Antoni Palerm, Dulce Linares, José Luis «Pepote» Ballester, Antoni Serra y Rafael Durán, miembros de la Junta Rectora del Consorcio del Palma Arena. El mastín tenía entre sus incisivos la ansiada pieza mollar.

Pocos días después Horrach presenta en el Decanato de los Juzgados de Instrucción una querella «por el injustificado sobrecoste del velódromo». Por turno de reparto, la instrucción recae en el Juzgado número 3, el de José Castro Aragón.





Un ascensor que no lleva a ninguna parte

El juez Castro sigue encarado a la pantalla de su Apple Mac. Ha desplegado el ingente contenido de la Causa Palma Arena. Pincha sobre la primera carpetilla, de agosto de 2008.

«La querella del fiscal por el desborde presupuestario del Palma Arena entró en un turno de reparto en agosto de 2008. Lo habitual entre los juzgados, para que sea equitativa la adjudicación de temas y de trabajo, aunque esa equidad no se consigue nunca porque no son calculables los tiempos de tramitación que puede llevar cada elemento de un caso. A mí me correspondió el sobrecoste del velódromo: de los 46,4 millones de euros presupuestados se habían pasado sesenta y tantos pueblos, hasta 110 millones, bastante más del doble. Y me apliqué a lo que me tocaba: el velódromo y su caja de Pandora.

»Hombre, no iba yo a ponerme a calcular la evolución del precio de una viga o del alquiler de una grúa o de una hormigonera, pero sí debía indagar la licitación en la compra de terrenos y en la adjudicación de obra, la regularidad o arbitrariedad en los distintos concursos, porque estaba todo muy troceado: la contratación de arquitectos y de peritos, la selección de proveedores, las diversas ofertas de materiales, por qué este marcador electrónico y no otro... 

»Poco a poco fueron aflorando tejemanejes de contrataciones amañadas para favorecer a estos o a aquellos, empresas adjudicatarias que presentaron unas ofertas a la baja y luego iban encareciéndolas con un complementario, un modificado, un precio más alto en los materiales, hasta que la oferta más barata acabó siendo la más cara. Y encima el polideportivo construido presentaba un sinfín de deficiencias. 

»Hubo también un baile de arquitectos. El diseñador inicial era un alemán, Ralph Schürmann, especialista número uno en construcción de velódromos. A este hombre lo despidieron porque se negó a hinchar el presupuesto, empezando por los precios desorbitados que querían que aceptase para demoler unas cocheras en el terreno o las excesivas cantidades de cemento que pretendían suministrarle sin necesidad. En la declaración que le tomé como testigo me hizo un informe detallado, riguroso y cuantificado con exactitud. Propio de un alemán. Al final los arquitectos que se quedaron con el proyecto fueron encausados. 

»A mi juzgado y a Fiscalía nos llegaban mil historias sobre chapuzas en la obra: pasillos con goteras, techos que hubo que apuntalar para que no se derrumbasen, gastos inútiles, como 600.000 euros para muebles de cocina de última gama que no tenían ningún sentido en ese tipo de instalación… Al hacer los presupuestos no habían incluido los gastos estructurales, ni los cinco mil y pico asientos de gradas. Faltaban las medidas del sótano donde había que ubicar todo un submundo de servicios mecánicos, salidas de emergencia, calderas de fontanería, registros y terminales de electricidad, cableados de televisión, conductos de gas, sistemas de refrigeración, antiincendios, containers de desechos… 

»El gobierno de Matas tenía prisa en rematar el velódromo, por el plus de imagen de la inauguración, y más en vísperas electorales, y pisaron el acelerador. Se improvisó mucho y a contrarreloj. A última hora decidieron ampliar el aforo de espectadores, y eso les obligó a rehacer la pista ciclista para ganar espacio. Etcétera, etcétera, etcétera, y mucho dinero gastado a espuertas. 

»Una mañana de ese mismo mes de agosto fui con los fiscales Pedro Horrach y Juan Carrau para hacernos una idea sobre el terreno. Lo recorrimos todo y subimos hasta el último graderío. De pronto: “¡Mira aquello, Pepe!”, me dice Carrau. Seguí la dirección de su dedo. “¿Y qué hace allí aquel ascensor?”. En medio del solar de al lado, un ascensor absurdo que no llevaba a ninguna parte. 

»No sé si era más penoso que hubieran dilapidado tantos millones, que la obra estuviese tan mal hecha, o el tufo de dinero público desviado que desprendía todo aquello.

»La policía, siempre aficionada a bautizar sus investigaciones, a la del Palma Arena le puso Operación Espada como homenaje a la bicicleta Espada que Indurain utilizó en el velódromo de Burdeos. En cierto punto de sus pesquisas localizaron unas cajas de documentos, escondidas o perdidas en un sótano húmedo. Entre el contenido de esas cajas y lo encontrado en los discos duros de varios ordenadores requisados se consiguieron datos interesantes sobre los cambios introducidos en el proyecto inicial, datos que confirmaban la sospecha de que el descuadre presupuestario respondía a desvíos millonarios hacia bolsillos privados o hacia la tesorería del Partido Popular.

»En el pandemónium de las facturas halladas, aparecieron pistas de que se habían derivado importantes cantidades para construir, en otra zona lejana de Palma, el Polisportiu Príncipes de España. Ese fue uno de los flecos del Palma Arena. Uno. Porque de ahí llegaríamos también a Over y Nimbus, dos empresas o dos montajes que se trajinaban el marketing y la publicidad de los espectáculos en el velódromo y también la propaganda electoral del PP. Y, rebuscando en los intestinos de Nimbus, daríamos con el primer vestigio de Nóos. Lo que yo no podía imaginar era que esta causa iba a ser tan complicada, tan tortuosa. Y en ocasiones, tan obstaculizada.

»Por supuesto, la instrucción del Caso Nóos fue como caminar sobre vidrios de punta. Pero pudo hacerse. En cambio la Operación Buckingham, entorpecida en todas sus fases, parecía condenada al fracaso. Ese nombre tan rimbombante se lo pusieron los policías aludiendo al palacete manierista que Jaume Matas adquirió y rehabilitó en el casco antiguo de Palma y a la colección de inmuebles que se compró: un apartamento de descanso en la Colonia Sant Jordi, un piso en el centro de Palma, otro en un lujoso barrio de Madrid, este a nombre de un exconseller, Bartomeu Reus, que se prestó a ser su testaferro... Se trataba de investigar el patrimonio personal de Matas.

»En el año 2009 Pedro Horrach destapó el posible origen oculto de la fortuna acumulada por Matas, los signos externos de “nueva riqueza”, como la compra y decoración del millonario piso-palacete de Palma, y el manejo por su mujer, María Teresa Areal, de partidas de dinero negro en billetes de quinientos euros, según testimoniaron sus interlocutores comerciales: joyeros, artistas, vendedores de muebles, albañiles... Como las informaciones eran fiables pero anónimas, la Guardia Civil se aplicó durante varios meses a recabar datos y a practicar interrogatorios, venciendo el “temor reverencial” de quienes sabían pero no se atrevían a hablar. 

»En julio de ese mismo año, el entonces fiscal general Cándido Conde-Pumpido, muy amigo de Matas, dio orden a los fiscales anticorrupción de Baleares de que detuvieran las investigaciones del Caso Buckingham pues, en su opinión, no había indicios claros. Para mí sí los había. Y al ver a los fiscales anticorrupción bloqueados por su jefe, y en un callejón sin salida, recabé el envío de la causa y judicialicé aquel expediente de la Fiscalía, con el material que habían conseguido hasta el momento, incorporándolo al Caso Palma Arena, pues se trataba del mismo sujeto. Y seguí practicando diligencias por la vía penal. Llamé a declarar al expresidente Jaume Matas, a su esposa Teresa Areal y al presunto testaferro Bartomeu Reus.6

»Uno, además, sabe ciertas cosas; pero como juez no puede darles carta de naturaleza si no hay testigos ni pruebas, por muy “honorable” que sea la fuente». 

Sin duda el juez Castro se refiere a la noticia que tuvo de que Jaume Matas, en sus últimos meses de presidente balear, y temiendo que si perdía las elecciones de mayo de 2007 podrían investigar su patrimonio, se desplazó a Madrid para hablar con el fiscal jefe Conde-Pumpido. Y así lo hizo, según informadores fidedignos, entre otros Carles Manera, conseller de Economía y Hacienda de la Comunidad Balear en el gobierno de Antich.7





El primer rastro de Iñaki

Castro pasea el cursor por la pantalla y lo detiene en el documento «Auto de 19-11-2008». Pincha, abre y lo lee por encima.

«Sí, la Causa Palma Arena estaba muy en sus inicios y bajo “especial secreto” para todos, excepto el fiscal, porque íbamos a practicar vigilancias, entradas, registros, retención de correspondencia, intervenciones telefónicas y acceso a datos bancarios, que solo por sorpresa podrían ser eficaces. El 19 de noviembre de ese año dispuse que la Policía Judicial acudiera a la Dirección General de Tecnología y Comunicaciones del Govern balear y se incautase de los correos electrónicos alojados en el servidor central, tanto los emitidos como los recibidos durante el tramo de los años 2004 a 2007, ambos completos. Especifiqué que solo confiscaran los referentes a cuatro personas, las que estaban en la diana de mi investigación y que en esa horquilla de tiempo habían sido altos cargos del Govern: el presidente, Jaume Matas; la secretaria general de la Vicepresidencia y de Relaciones Institucionales, Dulce Linares; la consellera de Presidencia y Deportes, Rosa Puig; y el director general de Deportes, José Luis Ballester, archiconocido en Mallorca como “Pepote”. Precisé también que obtuvieran los correos íntegros, con sus cabeceras técnicas, para poder determinar la fecha, el remitente y el o los destinatarios de cada fax o email.

»La policía intervino ese mismo día. Además de los correos que dormían en el servidor central, requisó varios pendrives antiguos por si contuvieran correos electrónicos de esos cargos públicos del gobierno de Matas. El material se entregó al Grupo de Delincuencia Económica para que lo analizaran. 

»Estas cosas requieren tiempo, y hasta pasados más de dos meses, el 28 de enero de 2009, no tuve en mi poder el resultado policial. El informe decía que “para la indagación del Palma Arena no se había encontrado nada relevante”. En cambio me reproducían un correo recibido por José Luis Ballester, como director general de Deportes, fechado el 21 de marzo de 2006, y enviado por un tal Antonio Ballabriga desde cierto Nóos Institute, con sede en Sant Cugat del Vallès, Barcelona. El cuerpo de texto decía: 



Como te ha comentado Iñaki, nos gustaría mantener una breve reunión para que conocieras un proyecto muy interesante que os presentará la empresa ACTIS dirigida por José Luis Ferrando. Se trata de un nuevo evento deportivo llamado World Beach Games. 

Iñaki me ha comentado que estarás disponible en tu despacho el viernes 24 a las 10 h. Te confirmo que allí estaré acompañando a José Luis Ferrando en su presentación.



»Para sorpresa mía, ese “Iñaki” mencionado dos veces era Urdangarin, pues el email se remitía con copia a él, y su dirección electrónica era urdangarin@noos.es. Así que fue aquel día de finales de enero cuando formalmente tuve la primera noticia de que existía un engendro llamado Instituto Nóos, y que desde ahí Iñaki Urdangarin hacía gestiones de mediación con un miembro del Govern balear.

»Realmente me froté los ojos y pensé aquello de Picasso: “Yo no busco, yo encuentro”. La verdad es que en toda mi vida de juez eso de encontrar por chiripa y sin buscar me ocurrió esta vez y no recuerdo otra. Leí con atención el correo. José Luis Ballester era Pepote, medallista olímpico en Atlanta, un glorioso de Palma, abierto, simpático, campechano, que les caía muy bien a los palmesanos y tenía el plus de regatear con el príncipe Felipe y con la infanta Cristina. La relación entre Urdangarin y Pepote venía de tiempo atrás, cuando los dos eran solteros y compartían alojamiento en la Residencia Blume de Barcelona como deportistas de élite. 

»A simple vista, el email no revelaba ningún delito. Si acaso, la picaresca de prevalerse de la amistad para recomendar el proyecto de otro. Pero tampoco perdí la inocencia por ver que eso ocurría hasta en “las mejores familias”. Retuve el dato, y punto.

»Ahora bien, yo no investigaba a Pepote por su olimpismo ni por sus relaciones con la royalty, sino porque todo el complejo del Palma Arena le correspondía como director general de Deportes. Había cuentas poco claras de su administración, contratos con defectos de forma, adjudicaciones a dedo y, sobre todo, el desorbitado descuadre entre la cantidad presupuestada para construir el velódromo y el escandaloso coste final. Fuese Pepote o fuese otra persona por arriba o por debajo de él, alguien tenía que dar razón de esos caudales públicos desviados.

»Nosotros estábamos totalmente sumergidos en la investigación del Palma Arena. Un día de julio de 2009 Horrach me solicitó diligencias para practicar unas entradas y registros simultáneos sin alertas ni avisos, concretamente once, en diversos domicilios y oficinas de Palma. Se harían durante el mes de agosto, cuando la gente está con la guardia baja y más pendiente de una escapada a la playa o a la piscina. La causa continuaba secreta. No habíamos fijado una fecha exacta, pero la Policía Judicial al diseñar el operativo calculó que necesitaba saberlo desde una semana antes para tomar sus precauciones de exploración de cada lugar, contravigilancias discretas para asegurarse de que las personas investigadas estarían en sus casas o en sus oficinas, que no habría niños por allí, horas habituales de llegadas y salidas, si alguno de los inmuebles tenía garaje o jardín o dobles puertas de acceso… Al frente del grupo de Delincuencia Económica iría la inspectora Julia Vázquez, y desde el puesto central de Policía el comisario jefe Toni Cerdá coordinaría por radioteléfono las once operaciones.

»El fiscal Horrach y yo acudiríamos a cada uno de los puntos allanados. Pero de pronto nos metieron prisa… 

»Algo inesperado había ocurrido y tuvimos que adelantar la operación».
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El cumpleaños de la hija bastarda

Jueves, 30 de julio de 2009. Palma de Mallorca, segunda línea de playa. Carlos Enrique Sáenz de Tejada y Diego Salva Lezaún, de veintiocho y veintisiete años respectivamente, son guardias civiles. Van de paisano, cazadora de dril y vaqueros, pero están de servicio. Paseando o sentados en el interior de un Nissan Patrol, vigilan cuatro puntos de la calle de Na Boira, donde tienen aparcado el vehículo: la estafeta de Correos, una comisaría de la Policía Local, un centro de salud y la oficina de denuncias de la Guardia Civil.

Pega el calor y, aunque en esa zona de Palmanova hay treinta mil plazas hoteleras y es temporada alta, no se ve un solo turista. Estarán todos rebozados de arena en la playa o chapoteando en el mar. La mañana ha sido tranquila. Ya solo faltan diez minutos para que los reemplacen los guardias compañeros del turno de las dos. Si acaso se retrasan, ellos mismos llevarán el coche hasta el taller a una revisión rutinaria.

Justo en ese instante, las 13.50 horas, se produce la explosión. Una bomba lapa activada a distancia. Los terroristas tienen que estar muy cerca, lo suficiente para cerciorarse de que el mando electrónico ha producido su efecto detonador.

Carlos y Diego mueren destrozados en el acto. Medio cuerpo de uno de ellos cuelga entre las ramas de un árbol cercano. Las llamas devoran el Nissan y cuando se retire el denso humo negro solo encontrarán un montón de hierros chamuscados y unos trozos del chasis.

Seis días antes el rey Juan Carlos ha presidido en Palma un Consejo de Ministros, y en un par de días después llegará la Familia Real para su temporada de verano en Marivent. Por ello, desde hace dos semanas se han reforzado las medidas de seguridad en la ciudad y en toda la isla. O eso dijeron tras el bombazo los mandos policiales. 

En los bajos de un todoterreno que llevaba casi un mes aparcado junto a la comandancia de la Guardia Civil en la carretera que va de Palmanova a Magaluf, los artificieros detectan otra bomba lapa y provocan su explosión controlada.

Carme Chacón, ministra de Defensa, y Alfredo Pérez Rubalcaba, ministro de Interior, se desplazan desde Madrid para seguir en directo la investigación.

Como no se descarta que haya más goma-2 preparada en cualquier otro lugar, ni que el comando tenga uno o dos pisos francos en la isla, se pone en marcha una «operación jaula» involucrando a todos los efectivos policiales disponibles. Cierres inmediatos del aeropuerto de Son Sant Joan, del puerto deportivo y del puerto mercante. Controles en autopistas y carreteras, rastreos callejeros, vigilancia permanente en los aledaños de los cuarteles de la Guardia Civil y en los buques que debían zarpar de los puertos de Palma y de Alcudia. Lanchas guardacostas y helicópteros de observación evolucionan continuamente sobre Mallorca. Los turistas alojados en zonas próximas al siniestro pasan la tarde recluidos en sus hoteles o apartamentos, pues se ha establecido un perímetro acordonado de seguridad de dos kilómetros en torno al lugar de la explosión. Los curiosos que se asoman a las ventanas pueden ver las cintas de balizamiento, amarillo estridente, prohibiendo el paso.

Palma está cerrada, blindada y en alerta máxima. Pero de los asesinos, ni rastro. Saben burlar cualquier jaula.

ETA, la hija bastarda de un nacionalismo beato y de una alimaña violenta, cumple en esos días sus cincuenta años de existencia y los quiere celebrar a sangre y fuego con sus macabros rituales de muerte.

El presidente Zapatero y el líder de la oposición, Rajoy, viajan juntos a Palma en el jet oficial para asistir a la capilla ardiente. El Govern balear decreta tres días de luto y banderas a media asta. Los políticos de todo el arco parlamentario suscriben unánimes un comunicado solemnemente indignado de «repudio y de condena». El Príncipe de Asturias preside al día siguiente los funerales en la catedral. ETA genera siempre fuertes descargas de adrenalina patriótica.

La conmoción, el temor y el morbo provocan que durante tres o cuatro días la atención de los mallorquines, y de muchos españoles peninsulares, se centre en el hecho terrorista y en el fiasco policial que no ha logrado ni una sola pista de los etarras.

Rubalcaba, en una de sus conversaciones con el delegado del Gobierno en Palma, Ramón Socías, le indica la «urgente conveniencia de pasar página». «Sí, se os han escapado los etarras, pero no se os pueden escapar los turistas». Y no hay mejor modo de desviar la atención del respetable público que producir otra noticia de pegada, «pronto, cuanto antes, y de éxito acojonante». Y es así como la Fiscalía Anticorrupción, debidamente estimulada por sus jerarcas de Madrid, y secundando las directrices del ministro de Justicia, Mariano Fernández Bermejo, «solicita respetuosamente» del juez instructor José Castro que «provea las diligencias de entradas, registros y detenciones» y adelante la Operación Espada, prevista para ese mismo mes de agosto.





Un dosier verde, olvidado

En sus encuentros con el conseller Carles Manera, el fiscal Horrach ha ido acumulando una documentación potente que implica a diversos altos cargos del Consorcio Palma Arena, en el que hay miembros del Consell de Gobierno, del Govern y del Ayuntamiento, aunque al depender ese Consorcio de la Dirección General de Deportes, el responsable final de los 63 millones de euros de sobrecoste del velódromo, y de cuantas adjudicaciones arbitrarias se hayan producido con su visto bueno, es Pepote Ballester. Se haya beneficiado o no, su firma le acusa.

Manera ha hablado con varios colegas del Govern para que, cuando se presente en sus departamentos la policía de la UDEF8 con un mandamiento judicial, les faciliten su tarea exploratoria, de modo que todo se haga sin suscitar alarmas, sin avisos, sin filtraciones y evitando que algún funcionario, por lealtad con sus antiguos jefes, sustraiga información. También ha vencido las reticencias de Mateu Cañellas, el conseller de Juventud y Deporte, persuadiéndolo de su deber cívico de denunciar todas las irregularidades que tiene constatadas: «Sabes perfectamente que, aunque uno no sea autor ni cómplice, si conoce hechos delictivos y los oculta a la Justicia le alcanza la responsabilidad criminal como encubridor. No te la juegues, Mateu».

Lo inmediato es una nueva reunión en el despacho de Pomar. Esta vez con el fiscal Horrach y los consellers Manera y Cañellas, que llevan en sus portafolios un aporte probatorio de muchos kilovatios. Ese background, más las grabaciones telefónicas de las líneas intervenidas por orden del juez Castro, son un respaldo muy sólido para que la intervención policial se pueda diseñar con precisión de tiralíneas.





El juez fija la fecha y la hora para el inicio de la Operación Espada: martes, 4 de agosto, a las ocho de la mañana. Y los objetivos: once entradas y registros en diversos almacenes, oficinas y domicilios ubicados en el paseo de Mallorca, y las calles Metge Matas, Barón de Santa María del Santo Sepulcro, Porto Pí, Cigonya, Polígono Marratxi…

Desde su puesto de mando policial el comisario jefe Toni Cerdá ha marcado sobre un plano de Palma los once puntos de acción. El operativo durará dos días, el 4 y el 5. El 4 los registros y el 5 las detenciones. Más tarde, y en el orden que el juez indique, empezarán los interrogatorios.

Cerdá es un todoterreno con muchos años de oficio. Alto, flaco, larguirucho, ni un gramo de grasa. Huesos, nervio y cerebro. Distribuye a sus agentes con sus correspondientes vehículos, más los coches K camuflados y los efectivos de contravigilancia en sitios estratégicos. La inspectora Julia Vázquez, agilidad de ardilla y mirada de escáner, se moverá de un lugar a otro controlando la operación en directo y radiándole a Cerdá las incidencias.

A las ocho de la mañana llegan juntos el juez Castro y los fiscales Pedro Horrach y Miguel Ángel Subirán. Luego se dispersan para estar cada uno en un registro diferente. Van a tiro hecho: licitaciones anómalas, concursos amañados, contratos fragmentados y sin concurso público, adjudicaciones irregulares, créditos falsos, ofertas comparativas de materiales y precios, albaranes, extractos bancarios, pagos e ingresos sin factura o con facturas por conceptos vagos…

Pasado el mediodía han registrado a fondo varios de los puntos previstos: la sede de la UTE de las constructoras Melchor Mascaró y FCC, la gran empresa de Esther Koplowitz, porque hay ciertas sospechas sobre Miguel Ángel Rodríguez, el ingeniero jefe de obras; y dos oficinas de la agencia de publicidad Nimbus. Ahora están en un almacén de la misma empresa Nimbus, en la calle del Barón de Santa María del Santo Sepulcro. Es una nave amplia, sin actividad. Guardados, amontonados u olvidados, hay planos, pósters electorales, carteles turísticos, cajas de vídeos, folletos, libros y profusión de documentos sin orden ni concierto.

A las dos hacen una pausa para tomar un bocadillo o cualquier cosa rápida. Castro y Horrach se quedan dentro de la nave con algunos policías de la UDEF seleccionando papeles. No se trata de arramblar con material inútil. Saben bien lo que buscan.

El propietario de Nimbus, Miguel Romero, ha sido «fontanero» del sottogoberno de Jaume Matas y está involucrado en el Caso Palma Arena por varios «supuestos»: obtener contratos en exclusiva para publicitar el velódromo y eventos como el Mundial de Ciclismo en Pista de 2007, a cambio de comisiones; cobrar en negro ciertas partidas de gastos de propaganda en las campañas electorales del PP desde 2003 hasta 2007; contratos fraccionados, no superando la cifra de 12.000 euros, el tope legal para conseguirlos sin concurso, totalizando entre unos y otros 80.000 euros por servicios publicitarios al PP, pagados en contante y sonante, sin facturas ni recibos, por Fernando Areal, tesorero del partido y cuñado de Jaume Matas. «Si esto se confirma —comentan el juez y el fiscal mientras repasan asientos bancarios—, nos da una evidencia de que el PP balear se manejaba con caja B».

Según la acusación, por encargo verbal de Matas —«Hágase»—, el dueño de Nimbus, Miguel Romero, habría elaborado unas «maquetas explicativas» sobre el Complejo Palma Arena cuando el velódromo ya estaba en plena construcción. Romero urdió una treta subcontratando el encargo a su empresa Iberpacific y pidiendo facturas falsas a un amigo maquetista, Ezequiel Mora, para hinchar la facturación duplicando la cantidad presupuestada. Al dueño de Nimbus se le suponían ese y otros enjuagues a través de sus empresas Iberpacific, Romero&Cia y Promarca.9

Los agentes de la UDEF han confiscado una pila de documentos. Ahora, en la nave de Nimbus, revisan armarios, estanterías, cajones de las mesas, escritorios... Golpean paredes y fondos de muebles por si hubiera alguna caja fuerte, extraen los discos duros de los ordenadores y precintan las carcasas. La actividad es intensa: registran, leen documentos, toman unos, desechan otros, redactan a vuela pluma el atestado, se incautan los pendrives que encuentran; al mismo tiempo van embalándolo todo en las cajas plegables de cartón. Al final de los registros de esa jornada serán once cajas de 60 por 80 por 40 centímetros.

Cuando ya han peinado el local de arriba abajo y están a punto de dar por concluida la intervención, uno de los policías se detiene ante un antiguo archivador metálico adosado a una pared. Un armario feote con cuatro grandes cajones. Supone que no habrá nada importante porque tiene las llavecillas puestas en la cerradura. Abre. Es de los de carpetas colgantes que se deslizan por guías. El primer cajón está vacío, el segundo y el tercero también. En el último, a ras del suelo, no ve nada. Al remover las guías para cerrar, algo suena al fondo. Tira del cajón. Hay un dosier de cartulina verde con membrete: «Govern Balear. Consellería de Presidència i Esports». Lo saca. De su interior extrae otra carpetilla color crudo con unos pocos folios —ocho— y otros dos aparte sueltos. Parece un contrato, porque lleva tres firmas en visé al margen izquierdo. Arriba, un título: «Convenio de colaboración entre la Fundación Illesport, el Instituto Balear de Turismo y el Instituto Nóos». Lee por encima el arranque del texto: «De una parte la Fundació per al Suport i la Promoció de l’Esport Balear (Illesport), con NIF G-57139560 y domicilio en la Avinguda Antoni Maura, 24, entresol, Palma de Mallorca, representada en este acto por la consellera de Presidència i Esports, Honorable Sra. María Rosa Puig Oliver […]. De otra parte, Juan Flaquer Riutort, presidente del Instituto Balear de Turismo (de ahora en adelante IBATUR) […]. Y de otra parte el Instituto Nóos, con CIF G-61932455 y domicilio en la calle Mestre Nicolau, 19, de Barcelona, representado en este acto por su vicepresidente, D. Diego Torres…».

Mira los folios sueltos. Uno es una hoja en blanco a modo de carátula donde solo pone «Presupuesto»; el otro, una larga lista de partidas de gastos con sus precios al lado, que suman 1.200.000 euros. En el margen, las mismas rúbricas en visé. Va adonde está el juez Castro terminando un bocadillo y una cerveza de lata que le han traído.

—Señoría, esto… ¿qué? Estaba en aquel archivador, abajo del todo, como olvidado… ¿Interesa?

—¿Qué es?

—Un contrato, un convenio entre institutos… Pero suma un pastón.

—A ver…

Castro deja a un lado la cerveza, se recoloca sus horribles gafas de imán sobre el puente de la nariz y coge el dosier verde.

Sabe bien qué son Illesport e Ibatur, pero ni idea de qué pueda ser el Instituto Nóos. Lo cierto es que la palabreja «Nóos», con sus dos oes, le suena remotamente. La ha leído, aunque no recuerda dónde. Así, de primeras, duda que tenga que ver con el Caso Palma Arena que están investigando.

—Vale, no lo juntes con los demás documentos. Ponlo descrito en el atestado y luego tráemelo, yo me lo quedo.

Julia Vázquez ha ido conectando con todos los equipos. A las ocho de la tarde concluyen los registros. En cada punto los agentes cargan en su furgón las cajas del material decomisado y se trasladan a la Jefatura de Policía, en el paseo de Mallorca. Por el camino, el que encontró el dosier verde comenta con otro de la UDEF:

—Me pega que en la carpetilla que se ha quedado el juez hay algo fuerte… Es un contrato de la berza, un dineral, y me ha parecido que solo era una parte.

—Un contrato ¿de quién?

—No lo sé, pero ponía Nóos o Nóus. Y, jo —se toca la nariz—, me huele a algún negocio de puta madre entre Matas, gente de su Govern, Pepote y… Y… ¡el Urdangarin!

—¡No jodas, tú! ¡Solo nos faltaba trincar al yerno del Rey!10

En la jefatura sellan y folian cada papel requisado. Tardan horas porque son unos seis metros cúbicos de documentos. El atestado, pasado a limpio, se lo llevan al juez. Entre él y los fiscales Horrach y Subirán tendrán que leerse toda esa montaña de papelería, al menos lo más importante, antes de los interrogatorios.





No hay calabozos VIP para la jet

Desde la noche del martes 4 ha corrido la noticia de que tales oficinas y tales domicilios han sido allanados por la policía de Delitos Económicos. Palma es pequeña y todos los implicados se mueven en el mismo círculo. Sueltas un rumor y al cuarto de hora te lo cuentan a ti —«Sé de buena fuente»— por whatsapp. De ahí que las detenciones se produzcan al día siguiente muy temprano. Entre los investigados hay serios indicios de malversación de caudales públicos, cohecho, prevaricación en contratos públicos, adjudicaciones sin concurso previo, falsedad documental, alteraciones de precios, etcétera.

Aunque las órdenes de detención son once, por prudencia judicial y hasta amarrar ciertos datos, en la jornada del miércoles 5 solo arrestan a ocho personas, todos exaltos cargos de empresas privadas o de la función pública, y con notoriedad social.

Los ocho detenidos son trasladados a los calabozos de la Policía Nacional en la calle de Ruiz de Alda. Son Rafael Durán, concejal y portavoz del Partido Popular; Jorge Moisés, exgerente del Consorcio Palma Arena; el arquitecto Ignacio Antonio Sáez; el ingeniero Miguel Ángel Verger; Miguel Ángel Rodríguez, también ingeniero y jefe de obras de las constructoras FCC; Miguel Romero de la Cerda, publicista de la empresa Nimbus; Antoni Palerm, representante del Consell en el Consorcio; y José Luis Ballester, Pepote, exdirector general de Deportes y factótum decisorio en la gestión del famoso velódromo. Por su cargo, por su relación náutica con la Familia Real, porque se le ha visto mucho en los periódicos y en la tele local junto al presidente Matas, y por ser el oro olímpico de Palma, su detención es un campanazo de asombro y escándalo en Mallorca, en Menorca, en Ibiza, en Formentera y hasta en Cabrera, cuyos escasos habitantes tienen a gala que Pepote se haya construido allí su casa-refugio. Una casa sobre la que planeaban también las sospechas del juez.

Seis de los detenidos se quedan en los calabozos policiales, bajo arresto incomunicado y en unas condiciones repulsivas, las setenta y dos horas que establece la ley antes de presentarse ante el juez. A cada uno lo meten en una celda con gente desconocida. A Pepote le toca compartir esos tres días y tres noches con un negro nigeriano de dos metros de estatura, drogadicto y en pleno «mono» de sustancia, y dos borrachines pendencieros. La celda es un cubículo de dos metros por tres sin más asiento que el suelo. Un sótano inmundo con un hedor irrespirable. Le entregan una manta. Está húmeda y huele a orines. La aparta. Uno de los borrachos se la pone de almohada y se pasa un rato largo repitiendo: «Gracias, gracias, gracias». Se oyen ruidos, parloteos, quejas, gritos de otras celdas. No hay luz eléctrica. No sale agua del grifo. No hay váter. El nigeriano le señala un agujero en el suelo: «Ahí tú mear».

El 7, viernes, a las nueve de la mañana lo hacen salir para declarar ante los fiscales Horrach y Subirán. El letrado que representa la acusación de la Comunidad Balear, casualmente Manuel Pomar, le informa de que sus abogados, Ángel Aragón y Juan Piña, están preparando el recurso de habeas corpus, su derecho a comparecer ante el juez.

—Y eso ¿cuánto tardará? Porque yo estoy pidiendo declarar voluntariamente ante el juez desde hace un año, desde que me llegaron los primeros rumores…

Pomar se encoge de hombros. No hay respuesta.

Pepote llega a la habitación donde están los fiscales y nada más cruzar el umbral de la puerta descarga a voz en cuello sus nervios contenidos y su indignación:

—¡Esto es intolerable! ¡Llevo aquí cuarenta y ocho o cincuenta horas en unas condiciones infrahumanas, indignas, de náusea! ¡Me han tratado como a un criminal… ¡Peor! ¡Me han tratado como a un perro! —Ha ido subiendo el tono casi hasta el grito—. ¡Y no olviden que, si ustedes me han detenido y yo estoy hoy aquí, es porque soy, o he sido, el director general de Deportes! Cuando esto se sepa, ¡España no lo va a consentir!

El fiscal Subirán, corpachón enorme, se le encara y le suelta un imperativo:

—¡Guarde silencio! ¡Y pórtese… como un director general!

El interrogatorio es incisivo, a dos bandas y con recovecos, buscando que se contradiga.11 «¿Es verdad que usted dijo tal? ¿No es más cierto que usted dijo cual? ¿Le alquiló usted una casa al arquitecto Schürmann mientras trabajaba para el velódromo?».

Pepote no se amilana y replica:

—Nunca alquilé ninguna casa al señor Schürmann. Y si lo que usted insinúa es que yo saqué algún beneficio personal de ese arquitecto, le diré que más bien sería al contrario: al señor Schürmann le cedí un piso de mi propiedad absolutamente gratis.

Entonces Subirán recurre a una argucia tramposa: asegura tener una factura que, de ser cierta, sería prueba de un delito grave. Pepote se desconcierta un momento. Sabe que no puede existir tal factura, que él nunca ha cobrado comisiones ni ha endosado gastos suyos al  Consorcio ni a ninguna pagaduría de la Administración, pero ¿y si alguien la ha falsificado? En unos segundos reacciona:

—Si tiene usted esa factura que dice, enséñemela.

Subirán busca en unos archivadores. Silencio expectante.

—Vaya, hombre —dice torciendo el gesto—, ahora no la encuentro.

Y ahí se acaba el juego.





A la mañana siguiente, temprano, el traslado a los juzgados. Vuelven a juntarse los detenidos. Falta alguno, que salió en libertad después del arresto.12 Y ahora viene lo más vejatorio. La prensa y las cámaras, convocadas para que registren el espectáculo. Redada de vips. Unos detenidos «gente rica y guapa», con ojeras, sin afeitar, macilentos, oliendo a sudor y apelotonados porque los han esposado de dos en dos por las muñecas derechas. No es solo que no puedan escaparse, es que tropiezan unos con otros cuando intentan caminar. El show mediático está servido en todos los canales.

Si las autoridades de Interior necesitaban pasar página, que la gente se olvidara del atentado de ETA y que las fuerzas policiales pudieran sacar pecho, el objetivo se ha logrado y con superplús de morbo. Por años que pasen, el revival de esas imágenes seguirá siendo viral.

Pero summum ius, summa iniuria. Cuando se pisa la delgada línea roja del respeto a la dignidad del hombre, se entra en ese terreno cenagoso donde uno mismo va dejando de ser respetable, va dejando de ser digno, va dejando de ser hombre.

Los encierran juntos en el calabozo del Juzgado de Guardia, un reducto escaso, como un armario enladrillado con un respiradero arriba, un zulo donde apenas pueden moverse. De allí irán saliendo uno a uno a comparecer ante el juez Castro a lo largo del día, la noche y la madrugada. Los abogados de los detenidos les llevan unos bocadillos y botellines de agua. Pepote bebe un par de tragos largos y con el resto del agua se lava la cara, se moja la nuca y el cuello. Quiere espabilarse. 

Ha perdido la cuenta de las noches que lleva sin dormir, desde que se levantó en su casa el día 5 y, yendo en coche con sus hijos, le entró por el móvil la llamada más surrealista de su vida: «¿Señor José Luis Ballester Tuliesa? Buenos días. Soy policía nacional. Tenemos una orden de detención contra usted… Pásese por nuestras oficinas o dígame dónde va a estar para que vayamos nosotros». Está zumbado. Lleva tiempo muy bajo de defensas y siente el agotamiento. Pese a su aspecto musculoso y fornido, sus últimos análisis de sangre vienen dando una anemia preocupante. Poco después de la detención, el diagnóstico será leucemia.

Al fin, en la madrugada del 9 al 10, lo llaman a declarar. Es una habitación no muy amplia del Juzgado de Guardia nº 7. La ventana está cerrada y el ambiente cargado. No hay ventilador. Han debido de pasar allí oyendo declaraciones todo el día y toda la noche. Al fondo, tras una mesa repleta de legajos, el juez Castro con la camisa desabrochada hasta mitad del pecho. A su izquierda, los fiscales y el letrado Pomar como acusador particular, también en mangas de camisa. A la derecha, muy cerca del juez, el secretario judicial tecleando en un ordenador portátil. Al imputado lo hacen sentarse en una silla en medio de la sala. Detrás de él están Ángel Aragón y Juan Piña, sus abogados.

El interrogatorio es más concreto, más serio, pero de tanteo. Se nota que están en los inicios de la instrucción. El juez le pregunta sobre un montón de asuntos relacionados con los arquitectos y los proveedores que trabajaron para el velódromo: «¿Quién tomó la decisión de…? ¿Por qué se contrató y por qué se despidió al arquitecto Schürmann? ¿Quién propuso a los arquitectos García-Ruiz, el gerente Jorge Moisés o el propio presidente Matas? ¿Estuvo el señor Jaume Matas en tal reunión?».

Después de una serie de capotazos, Castro centra su inquisitoria en cómo pagó Pepote su chalé de Sa Rápita en Cabrera: 

—¿Y no es demasiada casualidad que el constructor Navarro Fuster, al que encargaron ustedes el derribo de unas cocheras para el Palma Arena y el almacén del polideportivo Príncipes de España, sea el mismo que luego construyera su chalé particular?

—Puedo justificar que he pagado al constructor Navarro Fuster todas las facturas de sus trabajos en mi chalé. Cuando quiera, se las presento a su señoría. Aunque es posible que ya las tengan los policías que registraron mi domicilio: se llevaron facturas, extractos bancarios, las escritura del terreno de ese chalé y de un apartamento que vendimos mi mujer y yo para pagar la obra del chalé, los documentos de la hipoteca…

Los fiscales —antes sí, ahora no— rehúsan preguntar. Pero luego piden al juez como medida cautelar la prisión incondicional. Los abogados de Pepote toman aparte a Pedro Horrach. «Pedro, por Dios, Pepote no es un truhán, es un hombre cabal y no se va a fugar. Tiene una familia sólida, mujer e hijos, y con arraigo en Palma». Y le consiguen la libertad depositando una alta fianza: 50.000 euros.

El interrogatorio concluye a las cinco de la mañana.13





Días después, en el mismo agosto tórrido, desfilan como imputados ante el juez Castro, en convocatorias «alta responsabilidad y cero escándalo», Dulce Linares, directora del Gabinete Técnico del presidente Matas y representante del Govern en el Consorcio Palma Arena. Jane King, la «número dos» de la vicepresidenta del Govern, Rosa Estarás. Sinto Llobera, speaker y animador de eventos deportivos, que al socaire del Palma Arena creó cuatro empresas de eventos, marketing, ocio y juego. Ludópolis fue una de ellas. Y Fernando Areal, tesorero-gerente del Partido Popular y hombre de confianza de Matas en sus negocios, el «cuñadísimo» que no podía faltar en una historia de poder, codicia y ambición.





Destapar las ollas podridas del poder

Castro se ha distraído recordando estas historias.

«Pepote me pareció un tipo noblote, veraz, y que de pronto se había sentido manipulado, utilizado, engañado. Su error fue la vanidad de meterse a político sin tener ni pajolera idea de procedimientos administrativos y aceptar ser órgano contratador, implicándose cada vez que firmó lo que su jefe Jaume Matas, con una astucia superlativa, ordenaba y no firmaba… Puedo equivocarme pero yo pondría la mano en el fuego de que este hombre no se llevó un euro a su bolsillo… Y tuvo todas las posibilidades de hacerlo, porque en aquel reino de arteros y camanduleros se actuaba con total impunidad».

Cierra la subcarpeta de agosto de 2008 y vuelve a concentrarse en su tarea presente: el Caso Nóos.

«Los folios del dosier verde decían tanto del grifo a espita abierta de los entes Ibatur e Illesport como de lo caro que se cotizaba el Instituto Nóos. Pero ¿por qué tenía yo que ver cuernos y rabo de delito en ese convenio? Si el Govern pagaba tales cantidades, qué duda cabe que recibiría a cambio unos foros internacionales de postín y una justificación de los gastos… Sin embargo, por tratarse de una gestión de la época Matas, yo no debía dejar cabos sueltos ni interrogantes abiertos. Y en esos primeros momentos, casi todo era un interrogante.

»Leí varias veces el texto del convenio y la hoja del presupuesto de costes. Como ahí se hablaba de una segunda edición del Illes Balears Forum (IBForum), era obvio que antes se habría celebrado la edición primera. Y a saber si hubo una tercera. Me anoté indagar cuanto antes algo más de Illesport, su régimen, su financiación, su finalidad.

»No fue difícil saber que era una fundación creada por Matas, de derecho público, no privado, dependiente del Govern, y Matas era también su presidente. Casi todos los gobiernos tienen alguna fundación para desahogar compromisos o emergencias. Una especie “legal” de caja B para uso del gobierno cuando necesita trasvasar cuartos del presupuesto bajo cuerda. Sin llegar a ser “barra libre”, sí es un instrumento cómodo para librarse de trabas administrativas. A toro pasado, a gasto consumado, se someten a un control interno posterior, que en la práctica ni es control ni sirve de nada, porque previamente han creado una fachada, han revestido de legalidad los gastos que necesitaban hacer. Al final le dan el visto bueno y todos contentos».

El juez pincha sobre la carpeta «Nóos 2009-2010». Se despliega el listado de archivos, ordenados por fecha. Es como su agenda de memoria. Clica el cursor en lo que buscaba.

«¡Aquí está! El 11 de septiembre de 2009 envío un oficio a la Fundación Illesport ordenándole que me remitan las actas originales relativas a todas las reuniones celebradas por la Comisión Ejecutiva de Illesport desde que se constituyó hasta el año 2007, incluido este.

»A los cuatro días las recibo. Me sorprendió tanta rapidez en un ente oficial. Rapidez explicable: el nuevo gobierno tendría su interés en sacar al oreo los trapos sucios heredados. En esta ocasión Antich y su gente eran los buenos del western.

»Voy leyendo esas actas y me encuentro con que en el orden del día de la reunión del 8 de septiembre de 2006 figura: “Convenio Colaboración Instituto Nóos”, y que en el desarrollo de la sesión “se aprueba por unanimidad llevar a cabo la firma de un convenio de colaboración entre la Fundación, el Ibatur y el Instituto Nóos para la celebración de la segunda edición del Illes Balears Forum, por un importe de 1.100.000 euros”. Adjuntan una serie de asientos contables que Illesport abonó a Nóos.

»Sin cuernos ni rabo, vale. Sin prevención, vale. Pero con extrañeza ante lo raro. Y ahí ya me apunto como “raro” lo de la aprobación unánime, y que no se plasme de modo expreso algo así como “después de comparar las propuestas presentadas al concurso preceptivo”. Y también “rara” la necesidad del convenio en sí: ¿un ente del gobierno contratando a gente de fuera? ¿Para qué se crea entonces una fundación, si no es para organizar conferencias, exposiciones de arte, conciertos, simposios, ferias, premios literarios o deportivos o… folclóricos?

»Lo vi con Fiscalía Anticorrupción, y me confirmaron que tales convenios fueron irregulares, porque las entidades públicas no pueden firmar ese tipo de acuerdos con empresas privadas, a menos que demuestren y justifiquen que solo así pueden recibir tal servicio. Además debían haber convocado un concurso con publicidad, y no lo hicieron. Dicho en plata, a Nóos le adjudicaron los foros a dedo. Y a mí me tocaba averiguar por qué y tirar de ese hilo.

»Hablé con Pedro Horrach. No nos lo decíamos, pero estábamos contentos de trabajar juntos desbrozando caminos nuevos para los dos. Llevábamos un ritmo ágil y bien acompasado. Supongo que nos dábamos cuenta de que destapar las ollas podridas del poder, por mucha toga y muchas puñetas de encaje que vistiéramos, era meterse en riesgos. Digo “supongo” porque entre nosotros no lo comentábamos.

»Yo veía en Pedro un tío valiente, lanzado y pisando fuerte, como si fuera el Superman Anticorrupción. Y en cuanto a mí, nunca he tenido miedo a nada ni a nadie. Ni de chiquillo. Y no es una bravuconada de “para macho, yo”. Es que en mi vida me ha tocado lidiar muchos miuras solo, echándole valor y después de la faena, una risotada porque… No era para tanto. Más de una vez pensé que si yo, siendo juez, hubiese sentido miedo frente a una amenaza, o temor reverencial ante un gran personaje, o inseguridad por si me jugaba el futuro, en ese preciso instante Pepe Castro Aragón habría colgado la toga y sus puñetas y se habría ido con la música a otra parte. ¿Adónde? A correr mundo como camionero, mi vocación frustrada. Pero ¿miedo? Bueno, quitando las serpientes, que si voy por el campo y veo una, me subo al primer árbol que encuentre… Pero no, para un juez como para un torero el miedo es… indecente.

»Pedro tenía contactos informativos con miembros del nuevo Govern. Yo no debía tenerlos, él sí. Incluso era muy conveniente que, manteniendo la independencia del poder judicial y un hermetismo infranqueable en los asuntos sub iudice y en las causas secretas, buscase información donde pudiera, y pactos de colaboración con la Justicia… Además, se le daba muy bien. Y en el Caso Palma Arena consiguió que algunos imputados confesaran aportando elementos de interés para la investigación, a cambio por supuesto de rebajas en las penas.

»No recuerdo cuándo, pero me dijo que para el tema Nóos podía tener buena entrada con tres consellers del equipo de Antich: Carles Manera, Mateu Cañellas y Albert Moragues. Por ellos supimos a qué departamentos de la Administración balear debía dirigirme yo, sin dar palos de ciego, para obtener datos, informes, documentos. Pero eso llevó su tiempo. Los consellers necesitaban preparar a sus funcionarios y colaboradores, sobre todo a los que permanecían fijos de la situación anterior, sin armar revuelos ni crear un clima de suspicacia que propiciara filtraciones.

»Como en el Caso Palma Arena yo tenía trabajo para dar y vender; no me importó aparcar por un tiempo el tema Nóos, que ni siquiera tenía cuerpo todavía».





Abro la Pieza 25

Manera y Horrach siguen viéndose. Y ya han franqueado la barrera del usted al tú.

—Esto empieza a ser como una película de suspense —le comenta una tarde el conseller—. No hay día que no me encuentre con un cadáver en el armario. Además de los dispendios del Palma Arena, la ingente cantidad de subsuelo convertida en parkings, las maquetas pagadas a Calatrava para el Palau de la Ópera, que luego no se utilizaron pero costaron un huevo, y un montón de cosas más. Hemos descubierto unas partidas muy muy muy chocantes, abonadas por la Fundación Illesport al Instituto Nóos de Barcelona, para que organizaran unos foros, unos congresos sobre el impacto turístico del deporte, o algo parecido.

Horrach pone cara de nube. No puede darse por enterado de lo que todavía es «causa secreta», pero le interesa que Carles suelte todo lo que sabe.

—Hombre, Pedro, yo no soy un isleño palurdo, soy catedrático y algo he viajado. He asistido a congresos de economía y finanzas en Londres, en Nueva York, y con premios Nobel como ponentes. Incluso sin nobeles, también los he montado aquí en la Universidad de Baleares, y puedo asegurarte que los foros del Instituto Nóos, de un fin de semana, por muy lujosos que fueran no pudieron costar 1,2 millones y 1,1 millones de euros. Y tampoco el Victoria Meliá donde se alojaron los invitados es una cosa del otro jueves, ni tiene Renoirs en las suites, ni grifería de oro en los cuartos de baño. Es un presupuesto desquiciado. No entiendo cómo Presidencia y Deportes les dieron el OK.

—¿Me estás hablando de «foros» en plural? ¿Organizados, dices, por Presidencia y Deportes? Pues los celebrarían a puerta cerrada, porque yo no me enteré y suelo estar bastante al loro de lo que ocurre en Palma…

—Sí, fueron dos, que sepamos, en 2005 y 2006. Y los financió la Fundación Illesport.

—¡Ah, ya! ¿De quién depende la Fundación Illesport?

—Si al juez Castro le interesa asomarse a ese tema, dile que pregunte en la Consellería de Presidencia. Yo hablaría con Albert Moragues para que le faciliten lo que pida.

—¿Tú crees que este asunto pueda tener enjundia penal?

—¡Sin dudarlo! Mira, el otro día me pasaron unas facturas de 20.000 a 25.000 euros mensuales, que les abonaban, tracatrás, como un sueldo a estos mismos de Nóos por algo tan gaseoso como «asesoramiento técnico», sin especificar asesoramiento de qué. La Administración pública (y eso lo sabes tú mejor que yo) no paga esos sueldos extra a ningún colaborador, ni contrata asesores técnicos de fuera teniendo como tiene una legión entre sus funcionarios. Aquí ha habido un conchabeo muy bien amarrado entre los que pedían la pasta y los que la soltaban. ¿Por qué? ¡Ah, that’s the question!

Manera ha dicho bastante más de lo que hasta ese momento saben el juez y el fiscal. A la mañana siguiente, un par de cafés cortados en la barra del bar de la plaza de Los Patines, y Horrach traslada a Castro esa información. «Eso debió de ser a finales de mayo».

Abre Castro el archivo «Providencia de 31 de mayo de 2010». Lee al bies el párrafo donde ordena varias diligencias y se detiene en la que dice: «Librar oficio al Honorable Conseller de Presidencia del Govern Balear, al objeto de que se aporte cuanta documentación exista sobre convenios de colaboración celebrados con el Instituto Nóos, y justificación que este diera de la inversión de las cantidades recibidas».

En las dos últimas líneas de ese mismo escrito manda: «Visto el volumen que ha alcanzado el presente tomo, ábrase el XXIX». Treinta y ocho tomos ya a la espalda, y solo referentes al Caso Palma Arena, que no llevaba ni dos años de instrucción.

«Esta vez tardaron más en contestar. Mes y medio largo. Pero valió la pena la espera porque el 20 de julio de 2010 me llegó toda la documentación oficial existente sobre los convenios de colaboración suscritos con el Instituto Nóos.

»En efecto, fueron dos. Uno se firmó el 17 de julio de 2005 y otro el 17 de septiembre de 2006. El presupuesto total era de 3,2 millones de euros. No estaba mal para dos eventos de fin de semana cada uno que, como decía Pedro Horrach, si se enteró alguien sería el conserje del Victoria Meliá.

»Luego supe que no eran estrictamente convenios de colaboración, sino de patrocinio. Y que ni en la Fundación Illes Balears ni en el Ibatur, ni en la Consellería de Presidencia, ni en la anterior de Deportes había una sola factura o un justificante de gastos presentados por el Instituto Nóos. No habían rendido cuentas de cómo y en qué gastaron el dinero recibido. Y por lo visto tampoco se las habían pedido. ¿Por qué? Siendo el patrocinador un organismo público, y no un mecenas particular que podía hacer de su capa un sayo, estaba obligado a exigir justificantes del dinero invertido en los encargos y a que los de Nóos devolvieran lo sobrante. No hicieron ni lo uno ni lo otro. Tendría que hacerlo yo.

»Aquel mismo 20 de julio, con toda la información recibida, decido abrir la Pieza Separada Número 25, dentro del Caso Palma Arena. Dejo pasar agosto, y en septiembre de 2010 requiero a Diego Torres, presidente de Nóos en esas fechas, que me acredite haber rendido cuentas de la inversión de los fondos recibidos y aporte en mi juzgado las correspondientes justificaciones.

»A medida que de un caso surgía otro, la matrioska me iba pareciendo interminable, pero lo que yo no quería es que fuese inabarcable. Como los hechos investigados y bajo sospecha o con indicios de criminalidad eran distintos, pronto empecé a segregar los casos en piezas separadas, aunque conexas entre sí porque todas tenían un imputado común, un “imputado estrella”: Jaume Matas. Todo emanaba de su “Hágase”. Esa fragmentación me permitía dedicarme a cada caso con más eficacia; y algo muy importante, evitar que al final —¡vaya usted a saber cuándo!— hubiese un macroproceso con cientos de imputados… La causa llegó a tener veintiocho piezas. Después pude unir algunas. Pero cada pieza tenía su propio argumento criminal, sus imputados, sus testigos, sus pruebas, sus escenarios…».





El soso y el hooligan 

Diego Torres, nacido en Mahón en 1965, vive en Cataluña, entre Barcelona y Sant Cugat. Es doctor en Management Sciences por ESADE14 y profesor en esa prestigiosa alma mater de emprendedores, licenciado en Empresariales y MBA, postgrado en Stanford University… O sea, el currículo fardón de quien solo necesita imprimirse unas tarjetas de visita abrepuertas. El resto lo pone él: su talento de estratega para los negocios, su capacidad de trabajo full-time, su instinto zahorí para detectar dónde hay dinero limpio pero estúpidamente inmovilizado, esperando que llegue un listo y le dé cuatro pases magnéticos, su aspecto serio y profesoral, su verbatim ordenado y persuasivo. En 1990, con veinticinco años de edad, ya había fundado y mantenía activas varias empresas de investigación de mercados, marketing y consultoría estratégica.

A Iñaki Urdangarin lo conoció en 2002 y no en las aulas de ESADE, sino como cliente. Octagon EseDos, la empresa donde trabajaba Iñaki, encargó a Virtual Strategic, empresa de Diego Torres, que le diseñara un plan estratégico de progreso y crecimiento. Eso fue después del verano de 2002. Les gustó trabajar juntos. Se complementaban. Sin ser amigotes, había entre ellos confianza y empatía. A Iñaki, ya casado con la infanta Cristina de Borbón, lo llamaban desde firmas potentes como BBVA, Telefónica, Cepsa o Repsol ofreciéndole trabajos de consultor. Pero él dudaba en dar el salto en solitario y en una materia que no era la suya.

«En Octagon yo hago ventas, soy director de estrategias comerciales, un “distinguido” comercial —le confiaba a Diego en diciembre de ese mismo año—; sin embargo, lo de las consultorías me parece más atractivo: vendes ideas, vendes consejos, vendes estrategias, vendes proyectos… ¡Me flipa!».

Y también: «Yo no quiero ser un zángano, no quiero ser “el marido de la infanta”, al que lo nombran consejero de X y Z y a fin de mes le ingresan el sueldo en el banco… Yo quiero ser alguien por mí mismo, joder, quiero currar en cosas que me motiven».15

Fue todo muy rápido. Al mes siguiente, enero de 2003, ya se habían asociado al 50 por ciento en Nóos Consultoría Estratégica, una empresa que crearon al alimón. El equipo perfecto: tú pones las empresas, que te abren las puertas sin necesidad de llamar, y yo pongo la estrategia, el management, la experiencia empresarial y todo ese rollo. En broma, Diego Torres añadía: «Yo soy soso, sesudo, aburrido; tú, bromista, cachondo mental y, porque no te dejan, que si no… serías un hooligan».16

No contaban con que enseguida empezarían las críticas en prensa: «Siendo miembro de la Familia Real no puede ayudar desde una consultoría a Telefónica y Movistar y no a Vodafone»; o: «Un aspirante a presidir el Comité Olímpico Español no puede ser consultor deportivo». Etcétera.

Los aplicados edecanes de La Zarzuela le remitían al duque de Palma, y este a su socio, resúmenes de prensa en titulares. Calos García Revenga, secretario de las infantas y rara especie de «fontanero», válido para un roto o para un descosido, que andaba por palacio como por su casa, se reunía con Iñaki y con Diego, o con Iñaki y Cristina, y les comentaba lo mismo: «Allí están preocupados. La presión de los medios es lo único que les inquieta… Fernando Almansa dice que por qué no creáis algo más genérico, menos pegado a tal o cual empresa, eventos deportivos, congresos […] y que Iñaki vaya soltando poco a poco las consultorías». Era la no despreciable ni ignorable opinión del vizconde del Castillo de Almansa, jefe de la Casa de Su Majestad.

Fueron buenos chicos y se plegaron con docilidad. No querían crear problemas. O no querían quedarse sin paraguas, sin airbag y sin alfombra roja, y todo ello con coronita ducal. Mantuvieron Nóos Consultoría Estratégica y crearon el Instituto Nóos, una entidad sin ánimo de lucro. Como quien dice, una benéfica ONG. La infanta de España se implicó en el nuevo invento como vocal única y miembro de la Junta Directiva del Instituto Nóos. «Cristina, una vez más, se ha puesto mi camiseta», diría y escribiría Urdangarin. Y con ella, el asesor de la Casa de Su Majestad, Carlos Revenga, más el duque y egregio yerno. Una ejecutiva de cinco, y tres de ellos, vitola de oro. Corría septiembre del mismo año 2003.

Para un gurú de los negocios como Torres la cosa no era de desesperarse, ni mucho menos. Y se metieron en la senda de los patrocinios. O más exactamente, de lograr patrocinios y montar shows a lo grande para quien pudiera costearlos: «Traigamos a Palma los Foros Davos»; «Traigamos a Valencia la Copa América»; «Traigamos a Madrid las Olimpiadas de 2016»; «Hagamos un mundo mejor para Joana». Y todo ello, no ya con coronita ducal sino con coronaza real. Ganaron más dinero que nunca antes.

Es entonces cuando se lanzan a la conquista de las administraciones públicas: Alcalá de Henares, Palma de Mallorca, Valencia, Barcelona, Madrid… Un movimiento legalmente peligroso, porque no son las Administraciones las que llaman a Nóos, es Nóos quien llama a las Administraciones. Y las llaves de esas puertas tienen un nombre: influencia.

Pero la aventura acabará pronto. Un tal Antoni Diéguez, diputado socialista, suelta una pregunta en el Parlament balear sobre ciertos foros carísimos, que han durado lo que un relámpago, y cuyos participantes «vip-vip-vip», tipo el futbolista Samuel Eto’o y el tenista Rafa Nadal, rutilante vencedor de Roland Garros, no han querido cobrar. Los ponentes han perorado gratis. Todos salvo Mikel Urdangarin, un hermano de Iñaki. Air Europa ha regalado los billetes de avión; la cadena Sol Meliá, los alojamientos y el centro de convenciones Meliá Victoria; una marca de rent-a-car tampoco les ha cobrado… Es lógico preguntar: ¿en qué se han gastado el dinero los organizadores?

Diéguez tenía la lista de los «supuestos» gastos tasados por Diego e Iñaki a precio de uranio, donde a unas operadoras telefónicas —¡y en tiempos de móviles y Blackberrys!— se les asignaban 20.000 euros por atender las llamadas solo en un fin de semana.

Desgranó algunos renglones de las delirantes partidas y concluyó —pero ya en rueda de prensa— con una división bien gráfica: «Trabajando, supongamos, ocho horas cada uno de esos dos días de Forum, la hora saldría a 75.000 euros… ¡Ni Ronaldinho cobra tanto!». Aritmética impactante. Y titulares a cinco columnas al día siguiente.

La denuncia parlamentaria y mitinera de Diéguez no movió ni un aspa del molino judicial, pero estremeció los cimientos de La Zarzuela.

A Diéguez, por orden del «compañero presidente» José Luis Rodríguez Zapatero, le dijeron: «Deja en paz ese jueguecito perturbador». Y punto en boca. A Urdangarin empezaron a llegarle emisarios palaciegos de parte del Rey, con sugerencias, consejos, indicaciones, presiones… Y al final el «real decreto» taxativo del pater familias: «Abandone los negocios con las administraciones públicas», «Cancele las consultorías privadas», «Deje toda relación con empresas mercantiles donde haya dinero por medio», «Retírese del primer plano, aunque se trate de fundaciones humanitarias»… En pocas palabras: «Desaparezca del escenario».

Iñaki protestó, se rebeló, alzó la voz ante los emisarios, tuvo encorajinadas broncas con su esposa —«mi señora», decía él, a la catalana manera— y altercados con su cuñado el príncipe Felipe: «En esta casa todo el mundo hace lo que le sale de los mismísimos […], empezando por el incontrolable Jefe, ¿y yo no puedo ganarme la vida como sé y como me gusta? Si lo dejo todo por no perjudicar la imagen de la Corona, ¿con qué coño pago la hipoteca de la casa de Pedralbes? ¡Estoy ahogado!».

Y así fue como el 20 de marzo de 2006 cesaron repentinamente como miembros de la Junta Directiva del Instituto Nóos el presidente Urdangarin, el tesorero García Revenga y la vocal Cristina de Borbón. El real decreto: desaparecieron del escenario.





Ah, pero Iñaki empezó a deprimirse, a resquebrajarse, a hundirse. Perdió la sonrisa, cambió de humor. A ratos se le veía hermético y sombrío; y a ratos hecho un basilisco. 

Un día, en la primavera de 2006, Diego Torres fue a la mansión de Pedralbes para estudiar con él unos asuntos. Iñaki lo recibió en bermudas, camiseta y chanclas, cara somnolienta y barba de tres días.

—Diego —le dijo, después de bostezar con lo que el socio le exponía—, estoy hecho una mierda… Entiendo a los que se dan a la bebida.

—Pues ponte a acabar la tesina. O escribe libros para la Fundación Deporte, Cultura e Integración Social. No te quedes parado, hombre. Haz algo, ¡vive!

Ante la crisis personal, matrimonial e institucional que se veía venir, con un Urdangarin en su «zona cero», lo tranquilizaron: «Desaparecer del escenario no quiere decir “adiós a la vida”, sino “haz lo que puedas, pero no figures, no ostentes cargos, no dejes tu firma”… ¡Perfil bajo! Y aquiétate, porque enseguida te van a dar varios puestos en consejos de administración».

Y se los dieron. No precisamente muy apropiados para la imagen de un miembro de la royalty, pero buenos salvavidas económicos: Lagardère, armas; Pernod Ricard, alcohol; Mixta África, inmobiliarias; Altadis, tabacos… La Casa Real se movió y fueron llegándole otros puestos de consejero y otras líneas de negocios fuera de España.

Diego le criticaba de frente: «Iñaki, no entiendo que te monten la parda por los Forum de Baleares o por los Summit de Valencia y no les importe que busques negocios de alto bordo como el trasvase de aguas del mar Rojo al mar Muerto y desde ahí hasta Amán, quinientos kilómetros de tuberías valiéndote de la amistad de tu familia Borbón con la familia real jordana; o que intentes implantar la energía eólica en México utilizando la relación oficial entre tu rey suegro y el presidente Calderón; o que no puedas ser consultor de Telefónica, por si se mosquea Vodafone, pero sí puedan crearte un cargo de presidente de la Comisión de Asuntos Públicos de Telefónica Latinoamérica y Estados Unidos, en Washington, con un sueldazo de millón y medio de euros al año, más un millón doscientos mil para gastos de representación, nivel de vida a todo tren, mansión, servicio, staff, coches, escoltas… ¿Y esperan que nadie proteste por ello?».17

A Urdangarin, acostumbrado al elogio, a los aplausos y a firmar autógrafos a muchachitas encandiladas con su rubia y atlética belleza, le sentaban como un cuerno las lógicas extrañezas de Torres. Eran golpes duros envueltos en guante fino de gamuza. 

La relación de trabajo entre los dos continuó todavía un tiempo, pues aunque Torres le compró sus acciones, el 50 por ciento, del Instituto Nóos, Urdangarin seguía siendo socio de Nóos Consultoría. Pero entre 2007 y 2008 empezó a quebrarse la sintonía y la confianza entre ellos. Urdangarin no se recataba de decir: «Diego me está robando». Y Torres, a la recíproca: «Iñaki es un cara, no da palo al agua, me pide unas comisiones leoninas, la mitad de la facturación de mis empresas, y encima quiere imponerme que su íntimo amigo José María Esteve me haga una auditoría. ¿Eso qué es, derecho de pernada?».

En julio de 2008 partieron peras. «Hasta aquí hemos llegado, Iñaki. Se acabó».

De toda esa historia, judicialmente no había rastro alguno. Todavía. Y en los Illes Balears Forum solo aparecía la firma de Diego Torres, como vicepresidente en 2005 y como presidente en 2006. Por eso fue Torres y no Urdangarin el llamado por el juez.





Una mañana del verano de 2010, leyendo el periódico mientras toma un café, Diego Torres se entera de que se le requiere en el Juzgado nº 3 de Palma —el rotativo no explica para qué—, pero la policía judicial no localiza ni su domicilio particular ni el del Instituto Nóos. «Requerirme, ¿para qué? ¿Y cómo dicen que la policía no me localiza?». Apura de un sorbo el café, saca el móvil y llama a gente amiga para que le orienten acerca de un abogado. «Sí, penalista, supongo… Me estoy enterando ahora por la prensa, no creas». Le recomiendan a Manuel González Peeters, que tiene su bufete en la calle de Pau Claris de Barcelona. «Es un fiera. Un letrado atípico, o como él dice “heterodoxo y rebelde”. Sabe de leyes y de jurisprudencia lo que no está escrito y te puede recitar el Código Penal o la Ley de Enjuiciamiento Criminal con los ojos cerrados. Tiene un temperamento de trueno, y cuando se pone la toga es un león fiero defendiendo a su cliente. Ah, y no es caro, no va de abogado cinco estrellas».

Torres y González Peeters quedan. Peeters no duda en que han de personarse en la causa, nombrar a un procurador y ponerse a disposición del juez. Lo hacen, y el 28 de septiembre el juez remite un escrito a Torres pidiéndole que acredite que ha rendido cuentas de cómo invirtió los fondos recibidos para ejecutar los convenios de colaboración suscritos con la Fundación Illesport y el Instituto Balear del Turismo y, caso de haberlo hecho, que aporte ante el juzgado las justificaciones correspondientes.

Diego Torres va al despacho del Instituto Nóos, en Mestre Nicolau, 19, de Barcelona. Allí busca y da enseguida con dos archivadores con los rótulos «IBF-I», «IBF-II», que contienen documentos y facturas de los Illes Balears Forum. Los cuenta, hay 384, y sin hacer criba los envía al Juzgado nº 3 de Palma, Vía Alemania, 5. Sabe que pueden faltar facturas y haber algunas de otros proyectos similares, pero quiere zanjar ese trámite cuanto antes.

Más adelante hace una búsqueda sistemática de todas las facturas que hay en la contabilidad del Instituto Nóos y envía al juez otro par de cajas más.





Un pendrive explosivo 

Castro y Horrach alucinan ante aquella montaña de papel.

«Pedro se fue llevando paquetes a su casa para dedicar tardes y noches a revisarlas una por una y clasificarlas —rememora ahora el juez—. Fue un trabajo de chinos y se lo agradecí en el alma. Yo me hubiese perdido en esa jungla. Si lo que Torres pretendía era empapelarnos, a punto estuvo de conseguirlo. Era un saco de papeles desbarajustados. Habría más de mil. Pedro los agrupaba en montones separados, porque enseguida advirtió que unas facturas tenían que ver con los Illes Balears Forum, pero otras eran del Valencia Summit, unos congresos parecidos a los foros pero organizados con la Generalitat y el Ayuntamiento de Valencia, y de los que no teníamos ni noción de su existencia. Había un tercer montón de gastos metidos ahí de matute, que no eran de esas guerras. Por ejemplo, vuelos de Iñaki Urdangarin o de su hermano Mikel a Vitoria o a Bilbao; gastos de explotación del Instituto Nóos: electricidad, informática, nóminas de personal, viajes para promocionar el Instituto Nóos en Andalucía, Cataluña, México, Sudáfrica, sin conexión ninguna con los Foros. Y sobre todo había facturas falsas, lo supimos poco después, de sociedades “fantasma”, residenciadas en el mismo local, con los mismos titulares, y que apenas tenían personal o eran los mismos empleados en una y otra y otra firma, muy pocos y casi todos familia, que fingían cobrarle a Nóos no se sabe qué trabajos. Con estas Horrach hizo un lote de facturas irregulares, anómalas. A él, como fiscal anticorrupción, le incumbía analizarlas y redactar un informe.

»También las estudiaron los peritos de la Agencia Tributaria, dirigidos por el inspector Raúl Burillo, que estaba entonces de delegado en Palma. Y nueve funcionarios del grupo UDEF de nuestra brigada judicial cruzaron la información entregada por Torres con los datos del Registro Mercantil y del Registro de Sociedades. Desde ahí, el equipo de Burillo “reconstruyó” el mapa de una red de sociedades vinculadas a Nóos, o participadas por Nóos, fachadas huecas, sin actividad, solo existentes en el papel timbrado y en el Registro Mercantil, para ser utilizadas por Nóos, que se facturaban a sí mismas por unos servicios, hechos o no, pero cobrados al Govern Balear, tanto alquileres de locales para eventos como cartelería o vallas publicitarias… Era un bluff. Por no tener, no tenían ni libro contable. 

Horrach y Burillo me iban dando “novedades”. Y recuerdo aquel verano como un ir de sorpresa en sorpresa. Además de la orgía de facturas ficticias, o que no se correspondían con los IBForum, faltaban las que realmente acreditasen unos gastos abonados por el Govern: billetes de avión, alojamientos en hoteles, alquiler de vehículos para los congresistas. Y es que no podían existir tales facturas porque Nóos había cobrado todo eso como gastos de los foros, 240.000 euros en cada edición, pero lo habían pagado o regalado unos patrocinadores privados: Meliá Sol, Air Europa, Rent-a-Car... Tampoco había datos bancarios que nos indicasen dónde habían residenciado el dinero. ¡Nada! Ponentes, conferenciantes que participaron sin cobrar, ad honorem, aunque los de Nóos se embolsillaron por ese renglón medio millón largo de euros, 265.000 en cada uno de los foros. Al parecer solo cobraron Mikel Urdangarin, hermano de Iñaki, y Marcel Planellas, secretario general de ESADE, director de tesis, amigo académico y propiciador de algunos negocios para Diego Torres. Pero llamó la atención de Pedro Horrach que los honorarios de Planellas aparecieran duplicados. Diego Torres nos dio una explicación nada convincente: “El señor Planellas —dijo— asistió tanto al IBForum como al Valencia Summit, presentó investigaciones en ambos congresos, y emitió una factura de 5.000 euros por el total. Esa factura tiene que ver con Baleares y con Valencia. ¿Cómo no voy a presentarla para explicar los gastos de Nóos en Baleares? Otra cosa es que al IBForum hubiera que aplicarle solo 2.500 euros, y otros tantos a Valencia. Pero no hay ningún error al aportar yo esa factura. Simplemente, el fiscal decidió interpretar maliciosamente el documento”. La realidad aritmética es que Torres no presentó dos facturas de 2.500 euros, sino dos de 5.000 euros. No hubo malinterpretación del fiscal.

»Lo que estábamos descubriendo denotaba una osadía solo entendible en un temerario irresponsable o en alguien que se creyera inmune e impune. Ante semejante trama societaria solo existente en el papel, Pedro Horrach y yo nos preguntábamos: “¿Para qué? ¿Con qué fin, todo ese montaje de apariencia?”.

»Eso era lo que nos tocaba despejar. Intuíamos que no tendrían otra finalidad que la de trampear con la Agencia Tributaria para dar salida a unos dineros públicos cobrados pero no gastados y que no se pensaban devolver.

»No queríamos precipitarnos. Aquella fronda de papel dejaba entrever indicios de una supuesta malversación de más de 6 millones de euros, 2,3 millones pagados por el Govern Balear y 3,7 millones por la Generalitat y el Ajuntament de Valencia al Instituto Nóos, subtitulado cínicamente “sin ánimo de lucro”, que ahora presidía Torres, pero en las fechas en que se suscribieron los compromisos el mascarón de proa era el excelentísimo señor don Iñaki Urdangarin, duque de Palma y yerno del Rey.

»Sí. Entre 2005 y 2006 cinco contratos para montar unas cumbres de humo publicitario por las que cobraron más de 6 millones de euros pero no llegaron a gastar ni dos. Los expertos evaluaron que, en los dos foros de Baleares, Urdangarin y su socio por cada 100 euros habían ganado 170.

»Antes de calcular nada reclamamos los convenios del Valencia Summit y vimos que aparecían facturas duplicadas, calcadas. Habían aplicado a los congresos de Valencia los mismos conceptos de gastos y por los mismos precios que en los Illes Balears Forum. Horrach, que fue sumando esas facturas, me enseñó los totales con expresión de pasmo: salían unas cantidades escandalosas.

»Y estábamos en el inicio de la instrucción. La Pieza 25, recién creada. Todavía no habíamos dado con el ingenio triangular para trasladar el dinero desde una sociedad y una cuenta bancaria radicadas en España hasta otra sociedad y otra cuenta de Londres y desde estas a Belice, a Panamá o a otro paraíso fiscal. Fue poco más adelante cuando constatamos salidas de más de medio millón de euros de la estructura societaria montada por Urdangarin y Torres».18
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